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DUODÉCIMO  INFORME DE VERIFICACIÓN DE LA 

IMPLEMENTACIÓN DEL ACUER DO FINAL DE PAZ EN 

COLOMBIA  
 

Resumen Ejecutivo  

Con la firma del Acuerdo Final de Paz ïA.F.ï entre el Gobierno de Colombia y las 
FARC-EP, en 2016, se inició la implementación de los seis puntos acordados para 
la transformación estructural del campo, la participación política, el fin del conflicto 
y la reincorporación de excombatientes, la solución del problema de los cultivos de 
uso ilícito, los derechos de las víctimas y la implementación de todos los 
compromisos.  

Desde el año 2017, la Secretaría Técnica del Componente Internacional de 
Verificación ïSTï, compuesta por CINEP y CERAC, ha llevado a cabo el mandato 
6.3. del Acuerdo por el cual se hace seguimiento ñal estado y avances de la 
implementación, identifica[n] retrasos o deficiencias, al igual que brinda[n] 
oportunidades de mejoramiento continuo para contribuir a fortalecer su 
implementaci·nò (p. 210), con un protocolo y metodolog²a de verificaci·n. Los 
beneficiarios de este trabajo continuo de comprobación, correspondencia y 
comunicación del estado de la implementación del Acuerdo ha sido la sociedad civil 
-en particular las regiones PDET- los Notables, así como la Comisión de 
Seguimiento, Impulso y Verificación a la Implementación del Acuerdo Final ï CSIVI.  

A continuación, la Secretaría Técnica presenta el Duodécimo Informe de 
Verificación de la Implementación de los seis puntos del Acuerdo de Paz en 
Colombia procurando (i) la continuación de un análisis de seguimiento a los 
avances en la implementación en los temas priorizados para cada uno de los puntos 
por la ST, pasados seis años de la firma, y (ii) la identificación de las iniciativas, 
políticas y programas anunciadas durante los primeros 3 meses del Gobierno 
Nacional 2022-2026 que impulsan o modifican la integralidad de la implementación; 
de acuerdo al principio de correspondencia1. Este análisis por puntos ofrece, en 
consecuencia, las oportunidades de mejoramiento en caso de riesgos o rezagos en 
la implementación del A.F. e incluye el estado de la implementación de los enfoques 
transversales de género y étnico.  

Este informe doce se suma a los otros informes generales (11) de verificación sobre 
la implementación de los seis puntos del A.F., a los seis (6) informes sobre la 
implementación del Enfoque de Género, a los tres (3) informes sobre la 
implementación del Enfoque Étnico y a un (1) Informe Regional de verificación sobre 
la implementación de las 16 zonas PDET2. Esta tarea de investigación y 
comunicación para fomentar una cultura de paz y reconciliación ha sido posible por 
el financiamiento del Fondo Multidonante de las Naciones Unidas para el 
Sostenimiento de la Paz ïMPTFï.  
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Análisis temático   

El periodo de estudio de este informe estuvo marcado por diferentes sucesos de 
orden político, social, jurídico y económico con implicaciones en la implementación 
de los compromisos del A.F., así como en la prospección de la construcción y 
sostenibilidad de paz.  

Durante la Sesión 9151 del Consejo de Seguridad, el Representante Especial del 
Secretario General y el Jefe de la Misión ONU en Colombia, Carlos Ruiz Massieu, 
presentó su Informe trimestral sobre la Misión de Verificación en 
Colombia  destacando el enfoque que el Gobierno electo para el periodo 2022-2026 
ha manifestado respecto a la paz y la seguridad, pues ñda prioridad al di§logo como 
principal recurso para resolver el conflicto social y armado [haciendo] énfasis en que 
las estrategias de seguridad deben centrarse en la protección de las comunidades 
vulnerablesò (S/2022/715). En ese mismo sentido y durante la misma reunión, el 
Canciller de Colombia, Álvaro Leyva Durán, reconoció el estado insatisfactorio en el 
que se encuentra la implementación de los compromisos del Acuerdo Final, no sin 
dejar atrás el compromiso del gobierno actual con las expectativas de cumplimiento: 
ñen sesenta y cinco días que hoy se cumplen de gobierno, no vamos a enmendar 
un plan que nunca se ha debido desviar de la ruta inicialmente trazada, más sin 
embargo la marcha del relanzamiento de lo acordado ya no tiene reversoò 
(Cancillería, 12 de octubre de 2022, párr. 7).  

En términos de relanzamiento de algunas disposiciones del Acuerdo Final se 
destaca la reactivación de la Comisión de Seguimiento, Impulso y Verificación de la 
Implementación del Acuerdo Final ïCSIVIï y la reactivación de la Comisión 
Nacional de Garantías de Seguridad ïCNGSï, ambas presididas el 2 de octubre 
por el presidente Gustavo Petro, con la participación virtual de los Notables y 
expresidentes de la República Oriental de Uruguay, Pepe Mujica, y del Reino de 
España, Felipe González; al igual que la participación presencial de los países 
garantes, el acompañamiento internacional, el Componente Internacional de 
Verificación, entre otros. Sin embargo, aún persiste sin designación la dirección de 
la Agencia para la Reincorporación y Normalización ïARNï, entre otras entidades 
claves para la implementación del A.F., y el panorama presupuestal para el año 
2023 para la paz ha obtenido una reducción considerable en el PGN en entidades 
como la Agencia de Renovación del Territorio ïARTï encargada de implementar los 
PDET con una reducción del 48% al pasar de 46 mil millones (2022) a 24 mil 
millones y la ARN, con una reducción del 17%. En cuanto a incrementos 
presupuestales, las entidades beneficiadas en el PGN de 2023 son la Agencia 
Nacional de Tierras ïANTï con un incremento del 263%, la Agencia de Desarrollo 
Rural ïADRï176%, la Unidad de Restitución de Tierras ïURTï 65% y la Unidad de 
Víctimas 17% (El Espectador, 19 de octubre de 2022). 
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1. Reforma Rural Integra l 

Para avanzar hacia un nuevo campo colombiano, el Punto 1 del Acuerdo Final 
presenta las bases para una transformación de la realidad rural con disposiciones 
que permitan mayor equidad, igualdad y democracia (i) resolviendo problemas de 
acceso, distribución, ordenamiento de tierras y conflictos socioambientales; (ii) 
garantizando los derechos de las poblaciones rurales junto con el acceso a la 
justicia; (iii) mejorando la productividad y la integración con las áreas urbanas 
haciendo hincapié en la promoción de la economía campesina y (iv) estableciendo 
planes de desarrollo territorial en zonas especialmente afectadas por el conflicto, 
las economías ilegales y la debilidad institucional.   

La Reforma Rural Integral ïRRIï busca por lo tanto la integración de las regiones, 
y contribuye a la erradicación de la pobreza y a la garantía de los derechos humanos 
con tres conjuntos de medidas interrelacionadas: (1.1) Acceso y uso de la tierra, 
(1.2) Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial ïPDETï y (1.3) Planes 
Nacionales para la Reforma Rural Integral ïPNRRIï, que además deben ser 
implementadas atendiendo los enfoques territorial, reparador, étnico y de género.  

En este Duodécimo Informe de Verificación, la ST ha establecido como prioridad 
realizar un balance del estado de la implementación en los primeros meses de 
gobierno en términos de avance en cada uno de los subtemas de la RRI, 
incluyendo los hechos relevantes a la implementación de cara a los primeros 100 
días del gobierno 2022-2026.  

El Gobierno Nacional ha determinado como prioridad en la apuesta por implementar 
una Reforma Agraria, el cumplimiento de la Reforma Rural Integral del A.F. a través 
de mecanismos como el Fondo de Tierras de distribución gratuita ïFTï, el Catastro 
Multipropósito ïCMï, la creación de la Jurisdicción Agraria, el avance en 
instrumentos derivados de la Ley 902 de 2017 como los Planes de Ordenamiento 
Social de la Propiedad Rural ïPOSPRï y el Registro de Sujetos de Ordenamiento 
ïRESOï; así como con el impulso de los Programas de Desarrollo con Enfoque 
Territorial ïPDETï, la materialización de las iniciativas de los Planes de Acción para 
la Transformación Regional ïPATRï que buscan garantizar los derechos a la tierra, 
priorizando a las mujeres rurales, disminuyendo la desigualdad de la tenencia, 
mejorando su uso y contribuyendo a la producción de alimentos (Pacto Histórico, 
2022).  

En consecuencia, en el marco analítico de este informe se aborda el estado del 
Acceso y uso de la tierra (1.1) con los avances en el Fondo de Tierras que tiene 
como objetivo que los habitantes del campo que no tienen tierra o la tienen de forma 
insuficiente, puedan acceder a esta. A 15 de septiembre de 2022, la Agencia 
Nacional de Tierras ïANTï reporta la incorporaci·n de 2ô133.200 hect§reas. No 
obstante, a pesar de que esta cifra representar²a el 71,11% de los 3ô000.000 de 
hectáreas previstas en el A.F. para su distribución, la cifra de ingreso de tierras no 
implica su adjudicación ya que primero deben pasar por un proceso de 
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caracterización para ser adjudicadas. De manera que si la caracterización del total 
de hectáreas ingresadas es de 12% (ANT, septiembre 2022) y, por otro lado, el 
porcentaje de adjudicación es del 24% (727.478 has) respecto al compromiso de 
los tres millones de hectáreas en un periodo de implementación de seis años; 
entonces los porcentajes son aún muy bajos para la materialización real del 
compromiso y el Gobierno Nacional deberá robustecer la institucionalidad 
competente -institucional y financieramente- para avanzar de manera contundente 
en los procedimientos administrativos correspondientes a la adjudicación de los 
bienes que componen el FT, al igual que explorar nuevas fuentes de tierras 
adjudicables.  

En cuanto al compromiso de formalización de tierras, que tiene como propósito 
fundamental regularizar y proteger los derechos de la pequeña y mediana propiedad 
rural, con una meta de regularización de la propiedad de siete millones de hectáreas 
de pequeña y mediana propiedad rural con especial énfasis en municipios PDET y 
Zonas de Reserva Campesina ïZRCï, entre otra. A 31 de agosto de 2022, se 
habían regularizado 3.055.398 hectáreas, de las cuales el 38% (1.184.195) están 
localizadas en zonas PDET y el 61% (1.871.203) en municipios no PDET. Sobre los 
porcentajes de avance, la ST evidencia un desbalance frente a los sujetos de 
formalización: para la población indígena se observa un avance superior frente a la 
población campesina y se observa un rezago significativo en lo correspondiente a 
la población NARP. Por lo tanto, la ST observa como oportunidad de mejoramiento 
equilibrar la oferta entre los sujetos, con especial énfasis de la población NARP 
como sujetos de especial protección constitucional. Frente al compromiso de la 
creación de mecanismos ágiles y eficaces de conciliación y resolución de conflictos 
de uso y tenencia de la tierra, la ST destaca como una oportunidad, en el marco del 
nuevo gobierno, la presentación del proyecto Acto Legislativo ñpor el cual se reforma 
la Constituci·n Pol²tica de Colombia y se establece la Jurisdicci·n Agraria Ruralò. 
Sin embargo, el contenido del proyecto de Ley es corto y proporciona un marco 
general para el funcionamiento de Jurisdicción Agraria, lo que muestra que mientras 
se surte el trámite legislativo y se reglamenta, tendrá un tiempo de espera e implica 
aún un retraso significativo en el compromiso del A.F. Para la titulación de la 
posesión y saneamiento de la falsa tradición sobre inmuebles rurales de naturaleza 
privada que no hayan sido objeto de despojo, el Decreto Ley 902 de 2017 estableció 
un procedimiento para implementar los POSPR, con prioridad en subregiones 
PDET, en aquellas en las que se desarrolla el Programa Nacional Integral de 
Sustitución de Cultivos Ilícitos ïPNISï y en Zonas de Reserva Campesina ïZRCï 
y creó el RESO como instrumento de identificación y priorización de beneficiarios. 
A 31 de agosto de 2022, nueve municipios PDET cuentan con el POSPR en etapa 
de finalización, de manera que en ocho meses solo se ha avanzado en tres 
municipios: Planadas, Cáceres y Valencia (CPEC, 2022); lo cual representa un 
incremento lento en términos temporales y por la relevancia del instrumento. La ST 
considera necesario avanzar en la elaboración de los POSPR en un mayor número 
de municipios y en la implementación del RESO junto con la creación del módulo 



 
 
 
 
 

Resumen ejecutivo  
Duodécimo  informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz  
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional ðCERACðCINEPð  

Esta versión: diciembre de 2022  

5 

étnico para contribuir a la resolución pacífica de conflictos y a la seguridad jurídica 
de la tenencia.  

Respecto a los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial ïPDETï (1.2) 
aún no se cuenta con información pública sobre los ajustes de a la política de 
implementación y su estrategia de articulación interinstitucional. No obstante, la ST 
destaca la aceleración de los PDET a través de la implementación de las iniciativas 
de tierras, infraestructura, desarrollo social, derecho humano a la alimentación y 
economía campesina, de la mano de la participación efectiva de las comunidades 
en el documento borrador de las bases del PND 2022-2026 (DNP, 2022a, p. 
31).  Respecto a los Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral ïPNRRIï 
(1.3), la ST destaca que en el documento de Bases del PND 2022-2026 se afirma 
que se ejecutarán los 16 PNRRI -de los cuales el Plan Nacional de Salud Rural resta 
por adoptarse- y se integrarán a los otros instrumentos con el apoyo de la 
cooperación internacional. La adopción, implementación y articulación de los PNRRI 
con los otros puntos del A.F. será uno de los retos para el nuevo Gobierno. 
 

2. Participación Política  

Con las garantías para la participación y la conformación e involucramiento de los 
diferentes sectores sociales, grupos, movimientos, partidos; el A.F. buscó 
enriquecer el debate, la deliberación y el robustecimiento de la institucionalidad con 
el fin de superar el uso de la violencia por motivos de la exclusión política en el 
Punto 2.   

Procurando avances en la apertura democrática el A.F. estableció tres ejes 
temáticos en este punto: los Derechos y garantías plenas para el ejercicio de la 
oposición política (2.1), los Mecanismos democráticos de participación ciudadana 
(2.2) y las Medidas efectivas para promover una mayor participación política 
nacional, regional y local de todos los sectores, incluyendo a las poblaciones y 
sectores más vulnerables (2.3). Aunado a lo anterior, el Acuerdo Final reconoce que 
las mujeres han enfrentado grandes obstáculos para la participación y 
representación, como consecuencia de condiciones estructurales de exclusión, por 
ello define que el enfoque de género será transversal en cada una de las medidas.   

En este Duodécimo Informe de Verificación, la ST centra su análisis temático en la 
identificación de los principales avances y retos para la participación política 
en el marco del nuevo Gobierno Nacional (2022-2026) de acuerdo a las 
Garantías de seguridad (2.1.2), especialmente en lo relativo a la protección de los 
liderazgos sociales (2.1.2.2) y la Reforma del régimen y de la organización 
electoral (2.3.4).  

Es importante señalar que el A.F. ha propiciado una mayor pluralidad en el sistema 
político, un contexto de debate y deliberación democrática. En el marco de la 
posesión del nuevo presidente y Congreso de la República (2022-2026), se 
presentan oportunidades para la implementación de los asuntos pendientes del 
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Acuerdo, mayormente cuando la Participación Política continúa siendo el punto del 
acuerdo que tiene menores avances en la implementación.  

La ST destaca como producto del Punto 2 la elección del órgano legislativo para el 
periodo (2022-2026) que cuenta con 2 curules para la oposición, una representante 
en la Cámara y otra en el Senado3. También, se encuentran las 16 nuevas curules 
en la Cámara de Representantes elegidas a través de las Circunscripciones 
Transitorias Especiales para la Paz ïCTEPï, quienes representan a las regiones 
más afectadas por el conflicto. De igual forma, la ST destaca como avance en este 
informe la reactivación del Consejo Nacional y los Consejos Territoriales de Paz 
Reconciliación y Convivencia ïCTPRCï que, a pesar de los obstáculos en su 
funcionamiento, representan un andamiaje institucional propicio para la democracia 
deliberativa en materia de paz.   

En materia de Garantías de Seguridad para el Ejercicio de la Política (2.1.2), la 
ST reitera como un compromiso pendiente la reactivación y funcionamiento del 
Sistema Integral de Seguridad para el Ejercicio de la Política ïSISEPï, establecido 
en el Acuerdo y el cual cuenta consta de siete instancias: (i) La Comisión Nacional 
de Garantías de Seguridad ïCNGSï; (ii) La instancia de Alto Nivel; (iii) El delegado 
presidencial; (iv) La Comisión de Seguimiento y Evaluación del Desempeño; (v) El 
Comité de Impulso a las Investigaciones; (vi) Los programas de protección y (vii) El 
Sistema de Prevención y Alertas para la Reacción Rápida. Durante este periodo 
análisis la ST destaca la reactivación de la CNGS el pasado 2 de octubre, así como 
los esfuerzos hechos por el Gobierno Nacional y el Congreso de la República para 
la consecución de garantías de seguridad para la participación. No obstante, es 
necesario que se ponga en funcionamiento la Instancia de Alto Nivel -como cabeza 
del sistema- junto con las demás instancias del SISEP para su integralidad.  

Desde la firma del A.F., homicidios a líderes, líderesas y defensores de derechos 
humanos han mantenido un nivel alto: la Defensoría del Pueblo registra 136 
homicidios e Indepaz registra 135 hechos del mismo fenómeno entre enero y 
septiembre de 2022 (Indepaz, 2022). En lo corrido del año 2022 y hasta el mes de 
noviembre, se han presentado 34 casos de homicidios a firmantes del acuerdo, los 
cuales se han concentrado en los departamentos de Antioquia, Caquetá, Putumayo 
y Cauca (Indepaz, 2022). La Misión de Verificación de la ONU en Colombia registró 
el homicidio de 342 excombatientes, de los cuales el 14% eran afros, 8,2% 
indígenas y 3,2% mujeres (27 de septiembre de 2022). Durante el 2022, han sido 
emitidas 26 alertas por la Defensoría del Pueblo, indicando 13 riesgos estructurales, 
12 inminentes y señalando riesgos relativos a las disputas e intereses de diferentes 
facciones armadas como el ELN, las disidencias de alias ñIv§n Mordiscoò, el grupo 
rearmado ñLa Nueva Marquetaliaò, las Autodefensas Gaitanistas de Colombia ï
AGCï y diversos grupos del crimen organizado. Las tres regiones que concentran 
el 34.6% de las alertas emitidas son Cauca, Antioquia y Valle del Cauca. Esto se 
suma a 80 masacres y la persistencia de fenómenos como el desplazamiento y el 
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confinamiento en los territorios (Indepaz, 2022; Misión de Verificación de la ONU en 
Colombia, 2022).  

La Reforma del régimen y de la organización electoral (2.3.4), se erige como 
uno de los mayores incumplimientos al punto dos. Hasta la fecha las 
recomendaciones propuestas por la Misión Electoral Especial ïMEEï no han tenido 
desarrollos normativos a pesar de haberse radicado diferentes proyectos en el 
Congreso de la Rep¼blica (P®rez Guevara et al., 2021). Si bien los proyectos de 
reforma electoral no han tenido éxito, la ST celebra que el nuevo Congreso 
República y la bancada del Gobierno Nacional hayan reactivado el debate y algunas 
propuestas de la MEE mediante 4 proyectos acumulados, propuestos por partidos 
de la bancada de gobierno y el Ministerio del Interior, que propendieron por la 
reforma política y 2 proyectos acumulados presentados por la bancada del partido 
Alianza Verde, la Coalición Alianza Verde y Centro Esperanza que formulaban la 
reforma del órgano electoral.   

A la fecha de publicación de este informe, el proyecto de reforma política fue 
aprobado en segundo debate en plenaria del Senado. Si bien la ST reconoce el 
trámite de esta iniciativa, también entiende que aún faltan 6 debates; por lo cual 
varias de sus propuestas tendrán modificaciones significativas. Así mismo, la ST ve 
como obstáculo y en contravía de las propuestas de la MEE que el proyecto (i) avala 
el transfuguismo por única vez y no procura el fortalecimiento de los partidos; (ii) 
propone la eliminación del conflicto de intereses en la financiación de campañas por 
privados; (iii) avala que los congresistas puedan pasar al poder ejecutivo con solo 
presentar una renuncia y (iv) reduce la obligatoriedad de la paridad de género en 
las listas cerradas a un solo periodo electoral.  

Por otro lado, la ST identifica como un retraso que el proyecto de reforma al órgano 
electoral haya sido archivado, pues las reformas en el sistema político encontrarán 
dificultades significativas sin la modificación integral del órgano electoral. Sin la 
reforma, se mantiene la acumulación de poder en al RNEC y la parcialización 
partidista en el CNE que son autoridades encargadas de la organización y veeduría 
electoral.  

Teniendo en cuenta el inicio del gobierno de Gustavo Petro con una agenda 
reformista bajo el concepto de ñPaz Totalò y en atenci·n a un contexto con poca 
credibilidad en las instituciones y con altos índices de inseguridad para firmantes y 
liderazgos sociales, la ST prioriza las garantías de seguridad y la reforma al régimen 
y la organización electoral reconociendo su importancia inmediata para el gabinete 
gubernamental y el Congreso de la República, pues las falencias en términos de 
seguridad constituyen un reto inminente por las afectaciones que generan en la 
participación y en la credibilidad del A.F. Por su parte, la reforma política además 
de representar uno de los principales retrasos en la implementación, es uno de los 
retos de mayor envergadura e importancia para el robustecimiento del sistema 
político colombiano y la apertura democrática. 
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3. Fin del Conflicto  

Este Punto tiene como objetivo establecer las bases para el fin del conflicto con las 
extintas FARC (3.1), sentar las bases para el proceso de reincorporación política, 
económica y social de los excombatientes a la vida civil (3.2), y garantizar las 
condiciones de seguridad para el proceso de reincorporación (3.4). Para este 
decimosegundo informe, la ST verificó la implementación del proceso de 
reincorporación social y económica, así como de las disposiciones relacionadas con 
la investigación criminal y la implementación de medidas de protección para los 
excombatientes.  

En relación con la reincorporación social y económica, la ST 
verific·  compromisos de la ñPol²tica Nacional para la Reincorporaci·n Social y 
Econ·mica de exintegrantes de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-
Ej®rcito del Pueblo (FARCïEP)ò (CONPES 3931 de 2018) frente el acceso a tierras 
y la construcci·n de viviendas, debido a su importancia para la consolidaci·n del 
proceso de reincorporaci·n. Sobre el acceso a tierras, desde el 2018 el Gobierno 
Nacional ha adquirido un total de 627 hect§reas por $8.959,5 millones (USD 2,3 M), 
que benefician a aproximadamente 1.260 personas en proceso de reincorporaci·n. 
En cuanto a la provisi·n de soluciones de habitaci·n, hasta la fecha de corte de este 
informe no ha sido entregada ninguna vivienda dentro de los AETCR, sin embargo, 
ya fueron finalizados o están en las últimas etapas, los estudios de viabilidad de 13 
AETCR.  

Sobre proyectos productivos para los excombatientes en proceso de 
reincorporaci·n, hasta septiembre de 2022, el CNR aprob· 121 proyectos 
productivos colectivos que benefician a 3.963 personas en proceso de 
reincorporaci·n; de las cuales, 1.105 son mujeres que representan el 31% del total 
de la poblaci·n en proceso de reincorporaci·n. Adem§s, hay 4.832 proyectos 
productivos individuales que benefician a 5.828 excombatientes, incluidas 1.402 
mujeres.  

En cuanto a la reincorporación social, la ST señala que, frente a la atención en 
salud, los esquemas para los AETCR están funcionando a pesar de las dificultades 
en la coordinación y ejecución de los recursos. Al respecto, el componente 
Comunes en el CNR ha hecho un llamado al Ministerio de Salud y Protección Social, 
para la puesta en marcha de los esquemas (puesto de salud y enfermero(a)) y así 
poder brindar una atención integral. En materia de cobertura y acceso a la 
educaci·n, si bien continúan los programas para el acceso a educación básica 
primaria y secundaria, muchos de los excombatientes autogestionan sus 
necesidades educativas. En cuanto a la educación para el trabajo, hasta mayo de 
2022 el SENA brindó 6.601 cursos, programas y eventos, y certificó a 252 
excombatientes en normas de competencias laborales de acuerdo a sus saberes 
previos y experiencia laboral, y 3.368 personas fueron inscritas en la Agencia de 
Empleo (APE) del SENA. 
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En materia de garantías de seguridad, la ST verificó la implementación y el avance 
de las disposiciones relacionadas con la política e investigación criminal y la 
protección de los excombatientes. Frente al primer aspecto, la ST destaca que 
durante el período de análisis del informe, fue reinstalada la Comisión Nacional de 
Garantías de Seguridad por parte del Presidente Petro. generando una oportunidad 
para avanzar en el cumplimiento de disposiciones pendientes como la entrega del 
Plan de Acción y la política pública para el desmantelamiento de organizaciones 
criminales, compromisos que deberían haberse cumplido en 2017 de acuerdo con 
el PMI. Aunque estos documentos deberían ser entregados el 10 de octubre de 
2022, la JEP prorrogó el plazo a 60 días hábiles. 

Frente a las medidas de protección, la ST destaca que se mantiene el riesgo de 
seguridad para los excombatientes en proceso de reincorporación. Desde la firma 
del A.F. hasta el 9 de octubre de 2022, el Partido Comunes registra el homicidio de 
345 excombatientes y, aunque las medidas de protección colectivas e individuales 
se encuentran activas, preservar la integridad de esta población continúa siendo un 
reto en su implementación. En este período de análisis, la ST registró cambios en 
los despliegues preventivos de la fuerza pública en los AETCR y demoras en la 
puesta en marcha de las nuevas medidas de protección aprobadas para 
excombatientes, hechos que podrían mantener o aumentar el riesgo de seguridad 
ya existente. Pese a esto, la ST reconoce positivamente el trabajo y las acciones de 
seguimiento de la JEP, en el marco de medidas cautelares que inició en 2020 para 
fortalecer la protección de los excombatientes.  

Tanto en las disposiciones relacionadas con la política e investigación criminal para 
al desmantelamiento de organizaciones criminales, como en las también 
relacionados con medidas de protección, la ST identificó dos iniciativas de política 
pública del gobierno del Presidente Petro que están en correspondencia con lo 
establecido en el subtema 3.4 del A.F., y cuya implementación podría aportar al 
cumplimiento del mismo: la iniciativa de óPaz Totalô con la Ley de Orden P¼blico y el 
Plan de Emergencia para proteger líderes sociales y excombatientes de las FARC. 
La definición programática de ambas iniciativas, sin embargo, definirá tal 
correspondencia y el impulso a la implementación. El cumplimiento del A.F., por su 
parte, es en criterio de la ST una condición que permitirá el buen desarrollo de tales 
iniciativas de política. 

En materia de reincorporación, en el documento de las bases del PND se incluyó la 
puesta en marcha de un ñSistema Nacional de Reincorporaci·nò, adem§s de la 
implementaci·n de un ñPrograma Integral de Reincorporaci·nò y el fortalecimiento 
de los Consejos Territoriales de Reincorporación. La ST también destaca la 
propuesta de diseño e implementación de una estrategia de género y cuidado para 
el proceso de reincorporación y la iniciativa por recuperar el funcionamiento de 
entidades inoperantes, incluidas en el documento de las bases del PND. Sin 
embargo, en este documento no se estipula la arquitectura institucional para el 
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trabajo conjunto con el Gobierno en materia de protección y prevención de 
violencias contra los excombatientes.  

En relación con garantías de seguridad, las bases del Plan Nacional de Desarrollo 
reconocen las diferentes instancias creadas en el marco del A.F., promueven su 
funcionamiento activo y apuestan por garantizar la protección de los excombatientes 
en proceso de reincorporación.  

En cuanto al enfoque de género, la ST resalta que 2.507 mujeres excombatientes 
forman parte de proyectos productivos colectivos e individuales y, pese a los 
avances en la transversalización de este enfoque en el proceso de reincorporación 
a trav®s de la ñMesa de G®neroò del CNR, a¼n persisten brechas en la participaci·n 
de mujeres. Frente a las garantías de seguridad, hasta el 30 de junio de 2022 la 
CPEC reportó avances investigativos en el 59,25% (9 casos) del total de los hechos 
registrados contra mujeres excombatientes: 11 homicidios y 5 tentativas de 
homicidio. Además de los avances investigativos, la ST registra la implementación 
de la Estrategia de Seguridad, que beneficia a 268 mujeres con medidas de 
protección y la inclusión de acciones de género en los procesos de investigación de 
la Unidad Especial de Investigación de la Fiscalía. 

Finalmente, respecto al enfoque étnico, la ST destaca la falta de funcionamiento 
de la reci®n creada ñMesa £tnicaò en el CNR, que a¼n no cuenta con lineamientos 
que permitan una asistencia técnica y económica diferencial para los proyectos 
productivos que respondan a las necesidades de la población étnica en los 
territorios. De igual forma, resalta la necesidad de tener una definición presupuestal 
de los programas de acompañamiento psicosocial con enfoque de género, territorial 
y étnico; y la creación del componente étnico en la Comisión Nacional de Garantías 
de Seguridad. 

Frente a los bienes de las FARC, la ST señala la subasta de 22.491 gramos de oro 
y joyas por un valor de $2.703.794.469 COP, suma que fue destinada directamente 
al patrimonio aut·nomo ñP.A. DAPRE-SAE S.A.S.ò para que la Unidad de Atención 
para la Reparación Integral a las Víctimas -UARIV- se encargue de su 
administración. 

Finalmente, la ST encuentra que para ampliar la capacidad y efectividad en materia 
de garantías de seguridad, es necesario revisar y reestructurar los indicadores 
relacionados con la arquitectura institucional en particular con la efectividad, 
capacidades y resultados de la Unidad Especial de Investigación de la Fiscalía, el 
Cuerpo Élite de la Policía Nacional, y la Subdirección Especializada de la UNP. 
 
4. Solución al problema de las drogas ilícitas  

El Punto 4 del Acuerdo Final ïA.F.ï sienta las bases para ñconstruir una soluci·n 
conjunta e integral al problema de las drogas il²citasò (A.F., 2016, Punto 4, p§g. 99), 
por lo cual promueve una visión que dé un tratamiento diferenciado a los fenómenos 
de producción, consumo y comercialización de drogas ilícitas (A.F., 2016, 
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Introducción, pág.8). Este punto está subdividido en cuatro temas: (i) Programas de 
Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito y Planes Integrales de Desarrollo Alternativo 
con participación de las comunidades; (ii) Programa Nacional de Intervención 
Integral frente al Consumo de Drogas Ilícitas; (iii) Solución al fenómeno de 
producción y comercialización de narcóticos; y (iv) Acción integral contra las minas 
antipersonal.   

En cuanto al compromiso de los Programas de Sustitución de Cultivos de Uso 
Ilícito (A.F. 4.1), la secretaría registró que, en el periodo de verificación de este 
informe, hasta el 30 de junio, se erradicaron de manera voluntaria y asistida 46.008 
ha, alcanzando un cumplimiento del 76,57% para la meta del cuatrienio 2018-2022. 
La ST señala que, en los componentes del PAI familiar, los de mayor ejecución son 
los pagos de Asistencia alimentaria Inmediata, con el 92,78% de las familias 
adscritas beneficiadas; seguido del componente de Asistencia Técnica Integral, con 
93,62% de familias beneficiadas. Sin embargo, frente al informe anterior, el principal 
avance fue en los proyectos productivos de ciclo corto e ingreso rápido. La ST 
advierte que los componentes del PAI familiar referentes a los proyectos productivos 
con visión de largo plazo y el plan de atención a recolectores, permanecen en 
situación de atraso, lo que pondría en riesgo la continuidad del PAI familiar y de las 
familias en la transición a economías legales.  

La ST resalta que aún no hay mecanismos para identificar en qué medida las 
familias pertenecientes al PNIS se benefician del compromiso del PAI Comunitario, 
además, la ST no reporta avances en el cumplimiento e implementación de las 
guarderías infantiles rurales. La ST encontró compromisos de avances de 
sustitución de cultivos ilícitos y su monitoreo dentro de las Bases del PND, sin 
embargo, no encontró metas de sustitución y erradicación de cultivos ilícitos para la 
siguiente vigencia, ni asignaciones presupuestales a proyectos productivos 
correspondientes al PNIS. 

En cuanto al Tratamiento Penal Diferencial (TPD), el pasado 25 de julio de 2022, 
fue radicado el Proyecto de Ley 055 de 2022, el cual es el sexto Proyecto de Ley 
presentado que busca reglamentar el TPD, tras ser archivado el Proyecto de Ley 
104 de 2021. Sin embargo, la ST señala que el PL 055 no especifica el máximo de 
hectáreas que la persona puede poseer para ser beneficiaria del programa, lo que 
puede afectar de forma negativa al mismo. 

Frente a la implementación de los Planes Integrales Comunitarios y Municipales de 
Sustitución y Desarrollo Alternativo (PISDA) en municipios PNIS-PDET, la ST 
reconoce que hubo un aumento en el número de iniciativas con ruta de 
implementación activada frente al Décimo Informe de Verificación. Sin embargo, la 
ST encontró que en relación con las iniciativas PISDA ubicadas en municipios PNIS, 
donde no hay coincidencia con el PDET, se mantiene el número del total de 
iniciativas que se registró en el Décimo informe. 
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En materia de Solución al fenómeno de producción y comercialización de 
narcóticos, la ST registra que el principal avance en el periodo del presente 
informe, es la implementación del Plan Nacional de Política Criminal; al igual  que 
los esfuerzos por parte del Gobierno Nacional para el seguimiento de normas y 
mecanismos que permitan a las empresas productoras, importadoras y 
comercializadoras adoptar medidas de transparencia y control de insumos, 
principalmente en departamentos como Norte de Santander y Nariño. La ST registró 
un aumento marginal (0,68%) en los resultados operacionales de la fuerza pública 
frente a la interdicción y detección de drogas en 2022, al pasar de 1.234.801 
kilogramos (kg) de estupefacientes incautados en 2021 a 1.243.279 kg. El número 
de kg de cocaína incautada (671.013) es la cifra más alta en materia de incautación 
de cocaína de los últimos 12 años. La ST evidencia como oportunidad de 
mejoramiento, el eventual establecimiento de los espacios de diálogo que el 
Gobierno debe promover en el marco de organizaciones regionales (OEA, 
UNASUR, CELAC). 

Frente a la Acción Integral contra las minas antipersonal, la ST reporta la 
implementación oportuna en la descontaminación de este tipo de artefactos en el 
país, si se tiene en cuenta que los países miembros de la Convención de Ottawa 
aprobaron extender el plazo para la descontaminación de los territorios afectados 
por MAP y MUSE hasta el 31 de diciembre del 2025. La ST señala como avances 
que: (i) en los primeros diez meses del 2022, hubo una reducción del 18% en 
incidentes por MAP y MUSE frente a las registradas en el 2021; y (ii), que el 79% 
de los municipios del país, están libres de MAP y MUSE (889 de los 1.122 
municipios).  

Respecto al enfoque étnico, la ST resalta la ausencia del enfoque diferencial étnico 
del PNIS, lo que imposibilita llevar a cabo la caracterización étnica de las familias 
que hacen parte del programa. En el mismo sentido, identifica la presencia de MAP 
y MUSE en territorios étnicos y la necesidad de generar espacios de concertación 
con las comunidades para avanzar en las operaciones de desactivación de estos 
artefactos. Además, en cuanto a la implementación de los PAI, 19.276 familias 
ubicadas en territorios étnicos recibieron pagos por la AAI. 

En cuanto al enfoque de género, la ST encontró que de las 1.444 iniciativas PISDA, 
418 cuentan con etiqueta de Género y Mujer Rural, representando el 29% del total. 
Además, 13 de ellas iniciaron en el 2021 su ruta de implementación en los 
departamentos de Cauca, Guainía, Nariño, Valle del Cauca y Vichada. 

La ST resalta la inclusión del Tratamiento Penal Diferencial en las bases del PND 
2022-2026, señalando que dentro de las bases en materia de política de drogas 
ñdeber§ ir acompa¶ado de ajustes normativos para la descriminalización, el 
tratamiento penal diferenciado para pequeños cultivadores y la regulación de usos 
alternativosò (DNP, 2022, p. 31). Adem§s, las bases del PND establece que dentro 
de los marcos regulatorios que propone en materia de pol²tica de drogas ñse 
implementar§ el tratamiento penal diferenciado para peque¶os cultivadoresò (DNP, 
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2022, p. 98). Sin embargo, el documento no hace referencia a los proyectos 
normativos que están en trámite en el Congreso y su posible vinculación con las 
bases del PND.  

En cuanto a los Planes Integrales Comunitarios y Municipales de Sustitución y 
Desarrollo Alternativo ðPISDAð, en la Bases del PND 2022-2026, el Gobierno 
dispone incorporar dentro del SIIPO el monitoreo del avance en los PDET y el 
modelo de sustitución de cultivos ilícitos; impulsar la implementación y sostenibilidad 
de la sustitución de cultivos ilícitos por medio de la actividad agropecuaria nacional; 
adem§s ñse articular§n los planes de reparaci·n colectiva con otros procesos de 
planeación y acción institucional como los PDET, Programa Nacional Integral de 
Sustituci·n de Cultivos de Uso Il²citoò (2022, p.191) y plantea impulsar ñlos 
acueductos comunitarios y veredales en municipios PDET, ZOMACò (2022, p.164). 
No obstante, dentro de las Bases del PND 2022-2026 no se establecen metas de 
sustitución, erradicación, ni financiación de los proyectos correspondientes al PNIS 
y sus componentes. 

Frente a la Judicialización efectiva de los eslabones del crimen organizado en el 
tráfico de drogas en las bases del PND, dispone dirigir la política del Estado contra 
las diferentes formas del ñmulticrimenò, enfoc§ndose en los puntos m§s importantes 
del sistema criminal; no obstante, el documento no presenta indicadores para este 
asunto. Además, las bases establecen que se formulará una nueva agenda 
internacional de drogas de corto y mediano plazo orientada a un cambio del enfoque 
global en la guerra contra las drogas. 

Frente al consumo del cannabis, la ST identificó dos actos legislativos y un proyecto 
de Ley que buscan regularizar su uso para mayores de edad. La ST reconoce que 
están en concordancia con lo establecido en el punto 4 del A.F., principalmente en 
la incorporación de un enfoque de salud pública en su regulación y en caso de 
aprobarse, supondría un avance a la implementación del A.F. 

En términos de Desminado Humanitario, el documento de bases establece 
actualizar la Política de Acción Integral contra Minas Antipersonal para permitir la 
atención de las necesidades de las comunidades y territorios afectados actualmente 
por la presencia de MAP y de MUSE, y facilitar la implementación de otras políticas 
y programas para la construcción de paz. 
 

5. Víctimas  

El Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición ïSIVJRNRï 
(5.1) conformado por la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad ïCEVï 
(5.1.1.1), la Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas ïUBPDï 
(5.1.1.2), la Jurisdicción Especial para la Paz ïJEPï (5.1.2), y las Medidas de 
Reparación Integral a las víctimas del conflicto armado (5.1.3); junto con los 
Compromisos para la promoción, el respeto y la garantía de los Derechos Humanos 
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(5.2) comprenden el acuerdo sobre las víctimas del conflicto entre el Gobierno y las 
FARC en el Punto 5 del Acuerdo Final.   

Dando continuidad al mandato de verificación, la ST aborda en el Duodécimo 
Informe de Verificación los primeros 100 días del nuevo cuatrienio presidencial, 
haciendo un rastreo por los diferentes subtemas del Punto 5 del A.F. con el 
propósito de observar las principales medidas adoptadas por el SIVJRNR (5.1) 
y el Gobierno nacional en función de la implementación en este periodo, así 
como las discusiones alrededor de la adopción del Plan Nacional de Desarrollo. De 
esta manera, en cada punto se identifican los avances, desafíos y las oportunidades 
de mejoramiento que contribuyen a la integralidad del A.F. para, en un segundo 
momento, abordar los aspectos priorizados en el informe para cada subtema y su 
relación con las recientes medidas adoptadas por el gobierno presidencial (2022-
2026).   

En relación con la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad ïCEVï 
(5.1.1.1) se exploran los principales desafíos de la socialización, pedagogía y 
apropiación social del Informe Final ïIFï y las oportunidades de incorporación en 
las políticas públicas que tienen las recomendaciones emitidas, particularmente, las 
orientadas al cumplimiento del A.F. En el periodo de análisis se observó un conjunto 
importante de controversias alrededor de los contenidos y conclusiones del Informe 
que ilustra las distancias que aún existen en el país para tener una comprensión 
colectiva de las causas y consecuencias del conflicto armado. En relación con las 
recomendaciones, si bien se identifica un contexto favorable para su 
implementación, se hace evidente la necesidad de avanzar en un proceso político 
de incidencia para su incorporación en las políticas del Estado.  

Frente a la Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas ï
UBPDï(5.1.1.2) este informe indaga por los retos actuales de la entidad en el 
contexto del nuevo gobierno presidencial. Pasados cuatro años de funcionamiento 
de la entidad, el ritmo de implementación ha alertado desafíos significativos para el 
cumplimiento de este compromiso en el A.F. especialmente en su articulación 
interinstitucional, en los subregistros y vacíos de la política institucional de 
búsqueda, en la participación de las víctimas en los procesos, en los retrasos e 
inseguridad en los territorios para llevar a cabo la búsqueda, en el aumento 
alarmante de cuerpos sin identificar y los debates respecto al financiamiento de la 
entidad para 2023.    

Respecto a la Jurisdicción Especial para la Paz ïJEPï (5.1.2) la ST examina dos 
aspectos en este informe por su impacto en el reconocimiento del derecho a la 
justicia de las víctimas del conflicto armado en Colombia: (i) los nuevos tres macro 
casos y el anuncio de la apertura de un cuarto3, resultantes de las solicitudes de las 
v²ctimas, y (ii) el alistamiento para la imposici·n de sanciones propias a trav®s de 
Trabajos, Obras y Actividades ïTOARï. En relación con los nuevos macrocasos, la 
ST destaca algunos elementos que han llamado la atención en la segunda ronda de 
priorizaciones. Entre ellos, las nuevas estrategias metodológicas para el abordaje 
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de las investigaciones, la ausencia de un macrocaso para la desaparición forzada, 
y el anuncio sobre la apertura del macrocaso de violencia sexual. Frente a las 
sanciones propias, tras el reconocimiento de las acciones desarrolladas por la 
Jurisdicción y el Gobierno Nacional para su ejecución, la ST sugiere una serie de 
aspectos a considerar para un adecuado proceso de alistamiento. Entre ellos: 
garantizar la participación de las víctimas en el proceso de formulación, adelantar 
procesos pedagógicos con todos los actores involucrados, incluidas las 
comunidades, buscar que los contenidos de las sanciones atiendan necesidades de 
las víctimas y territorios, y asegurar su financiación y el compromiso de las 
autoridades locales para su ejecución. Es importante señalar que tras el cierre de 
este informe se hizo pública la segunda resolución de conclusiones de la JEP 
relativa al macro caso 01 'Toma de rehenes, graves privaciones de la libertad y otros 
crímenes concurrentes cometidos por las Farc-EP'  

En materia de Reparación integral (5.1.3) se indaga por las medidas tomadas por 
el actual gobierno para sacar adelante su implementación.  Particularmente, se 
abordan los retos para la UARIV y la URT, así como lo considerado en el PND 
2022-2026 para la atención y reparación de las víctimas. Al respecto, en este 
informe la ST hace énfasis en los rezagos en esta materia y se llama la atención 
sobre la necesidad de encontrar nuevas fuentes de financiación y desarrollar 
diálogos significativos con las víctimas que permitan, de manera conjunta y no 
regresiva, construir caminos para la satisfacción de los derechos de las víctimas. 
Adicionalmente, la ST hace un llamado para que el PND incorpore de manera 
integral todos los aspectos relativos a la reparación acordados en la Habana.  

Finalmente, en materia de las Garantías de los DDHH (5.2) esta ST identifica el 
estado actual del Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos y el trabajo 
adelantado en este compromiso por la Consejería Presidencial de Derechos 
Humanos. Sobre este asunto, la ST, como en otros informes, llama la atención sobre 
la necesidad de expedir y poner en marcha el PNADDHH y su capítulo étnico. 
 

6. Implementación, Verificación y Refrendación  

El punto 6 del A.F. estipula las herramientas para la implementación, verificación y 
refrendación del A.F., entre las que se encuentran la Comisión de seguimiento 
Impulso y Verificación a la Implementación del A.F. ïCSIVIï (A.F. 6.1); el Plan 
Marco de Implementación ïPMIï; las disposiciones de orden presupuestal e 
institucional necesarias para asegurar la implementación (A.F. 6.1.1); las medidas 
que garanticen la transparencia del proceso (A.F. 6.1.2); las prioridades para la 
implementación normativa (A.F. 6.1.9 y 6.1.10); los mecanismos internacionales de 
verificación (A.F. 6.3), de acompañamiento internacional (A.F. 6.4) y las 
herramientas de difusión y comunicación para la difusión de la implementación y 
pedagogía (A.F. 6.5). 
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Los compromisos establecidos para los mecanismos de implementación y 
verificación, iniciaron pero tienen retrasos y controversias que limitan el 
cumplimiento, en total correspondencia, con el A.F. La CSIVI se reactivó en una 
reunión presidida por el Presidente de la República, lo que la ST registra como un 
avance en la implementación. 

Si bien el Gobierno Nacional ya nombró a la persona que estará encargada de la 
implementación del A.F., aún no se conoce cuál será el papel de esa funcionaria en 
la nueva estructura anunciada de la Presidencia de la República, ni las condiciones 
que tendrá en cuanto a capacidades de representación y ordenación del gasto se 
refiere. En ese sentido, el decreto que designa a los representantes del Gobierno 
Nacional ante la CSIVI no ha sido modificado, por lo que esa funcionaria aún tiene 
las facultades legales para representar al Presidente en esa instancias ni en otras 
derivadas del A.F., como la Agencia Nacional de Tierras, el Fondo Colombia en Paz, 
la Agencia de Reincorporación y Normalización, y en la Agencia de Desarrollo Rural. 
El decreto 720 del 10 de mayo de 2022 que designa como representantes del 
Gobierno Nacional ante la CSIVI al Ministro del Interior, al Alto Comisionado para la 
Paz y a la Alta Consejera para la Estabilización y la Consolidación, no ha sido 
modificado. 

Desde el 2 de octubre la CSIVI se ha reunido quincenalmente. Sus dos últimas 
reuniones de 2022 se celebraron el 9 y el 22 de diciembre. Las conclusiones más 
relevantes de esa última reunión son: la prórroga en la vigencia de la CSIVI hasta 
enero de 2027; la convocatoria quincenal de la Comisión en sesiones exclusivas y 
cada tres meses con la IEANPE y la Instancia de Género; y la aclaración de las 
capacidades de la Unidad para la Implementación en la nueva estructura 
organizacional de la Presidencia de la República. Así mismo, el componente 
Comunes advirtió la importancia de la constatación normativa que el Partido debe 
hacer seg¼n lo establecido en el A.F. y se acord· la reactivaci·n de los ñnotablesò 
(A.F. 6.3.2). El componente Comunes mencion· su preocupaci·n por ñla ausencia 
y falta de coordinaci·n de la Unidad Nacional de Protecci·nò. Las partes ñmostraron 
preocupación por la situación de presos políticos que no han recibido el beneficio 
tras seis años del [A.F.] y continúan los trabajos con sus equipos jurídicos para 
solucionar sus situacionesò (CSIVI-Comunes, 2022).  

La ST registra como un avance la celebración de la Cumbre de Instancias derivadas 
del Acuerdo Final en Bogotá el 11 de noviembre y los eventos de celebración de los 
seis años de la firma A.F. en Cartagena el 23 de noviembre y en Bogotá el 24 de 
noviembre. La ST también reconoce la importancia del compromiso expreso del 
Presidente de la República de implementar el AF., y de mantener los recursos para 
la implementación y de agregar nuevos recursos productos de la reforma tributaria. 

La revisión anual del PMI estipulada en el A.F., aún no se lleva a cabo, ni se conocen 
los planes del Gobierno Nacional para adelantarla, lo que representa un 
incumplimiento en la implementación del A.F. El PMI vigente se aprobó sobre la 
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base del Marco Fiscal de Mediano Plazo de 2017-2018, por lo que no consulta las 
realidades fiscales que tiene el país en 2022.  

Si bien aumentaron en 11 las fichas técnicas de los indicadores del SIIPO, aún faltan 
20 fichas técnicas de indicadores, de las cuáles 11 deben ser modificadas y esa 
modificación debe ser aprobada en CSIVI. Adicionalmente, la información que 
contienen aún no revela datos sobre el estado de la implementación por regiones, 
lo que dificulta conocer los avances de la implementación territorial del A.F. 

Los mecanismos internacionales de verificación continúan operando con 
normalidad y según lo establecido en el A.F., lo que incluye este décimo segundo 
informe de la verificación integral de la implementación del A.F., elaborado por la 
Secretaría Técnica del Componente Internacional de Verificación conformada por el 
CINEP y el CERAC. 

En materia de implementación normativa, la ST encuentra que hay avances con 
la radicación del paquete legislativo presentado por el Gobierno del Presidente 
Gustavo Petro, que incluye una serie de reformas que están directamente 
relacionadas con el A.F. y/o su implementación, entre las que se encuentran: i) 
Reforma Tributaria; ii) Reforma Política; iii) Código Electoral; iv) paz total: y v) 
Reforma Rural Integral. Al respecto, la ST se¶ala que como parte del paquete de 
normas para la implementación de la RRI, fue radicado por el Gobierno Nacional el 
proyecto sobre jurisdicci·n agraria.  

Respecto al compromiso de financiación del A.F., la ST registró un aumento en la 
ejecución de recursos durante el 2021, en la que por primera vez desde la 
implementación del A.F., se cumple lo establecido en el MFMP. Sin embargo, para 
2022 registra una programación de $6,51 billones, lo que representa una caída de 
54% frente a lo ejecutado el año anterior ($14,24 billones), y que equivale a 66,2% 
de lo establecido en el MFMP ($9,82 billones), regresando a la tendencia usual entre 
2017 y 2019, en la que la ejecución de recursos fue en promedio 60% de lo 
establecido en el MFMP para cada vigencia. La ST encontró que aún persiste el 
riesgo de financiación por la falta de las reformas normativas en la ley 715 de 2001 
del SGP y la Ley 152 de 1994, para establecer los lineamientos para transferir 
competencias y recursos a las entidades territoriales como lo mencionó la ST en su 
undécimo informe (2022), lo que supone un riesgo para la implementación del A.F., 
pues el SGP y las entidades tienen a cargo el 33,5% de la financiación según el 
PMI.  

La ST también encontró un posible riesgo en la implementación del A.F. por el 
posible mal uso de recursos asignados por medio del SGR, por lo cual hay riesgo 
de que no existan los mecanismos para hacer seguimiento a la implementación, y 
tampoco a proyectos ejecutados por medio del SGR que no estén relacionados con 
el desarrollo rural integral ni la implementación del A.F. y que son justificados como 
tales.  
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En relación al Plan Marco de Implementación, las bases del PND estipulan que la 
Oficina del Alto Comisionado para la Paz y del DNP apoyaran al PMI para que las 
entidades territoriales incorporen en sus instrumentos de planeación los 
compromisos del PMI, así como el desarrollo de proyectos que vayan en 
concordancia con lo estipulado en el mismo Plan. En ese sentido existe la 
oportunidad a juicio de la ST para que mediante modificaciones legales e 
institucionales en el marco del PND que la persona responsable de la 
implementación cuente con los instrumentos legales y de apoyo a su gestión y que 
sea designada como directiva de las agencias con responsabilidades en la 
implementación. En ese mismo sentido, es conveniente considerar la utilización de 
la hoja de ruta única para los PDETS, también en el marco del PND, y su 
armonizaci·n con el Plan Plurianual de Inversiones en sus ñmetas y prioridadesò 
(A.F.) 1.2.3. En esta materia de financiación, el Gobierno Nacional puede considerar 
Anunciar la inclusión de un capítulo de paz directamente relacionado con la 
implementación del Acuerdo de Paz, específico, en el documento de bases del Plan 
Nacional de Desarrollo consistente con el Plan Marco de Implementación (PMI), 
pues esta es la segunda ocasión durante el período de implementación de quince 
años en que se puede hacer tal ejercicio de armonización. Esto incluye incluir un 
capítulo correspondiente al Plan Cuatrienal de Implementación de los Acuerdos y 
en el Plan Plurianual de Inversiones del Plan Nacional de Desarrollo de la vigencia 
2022-26 (A.F 6.1.1) 

En términos de seguimiento y verificación, el documento de las bases del PND 
establece que la IEANPE hará seguimiento participativo de los compromisos con 
los pueblos y comunidades étnicas que han sufrido un daño desproporcionado por 
causa del conflicto armado. La ST también resalta la intención de fortalecer y brindar 
mayor legitimidad a la CSIVI. Además, indica que se incluirán en el SIIPO los 
aportes de las entidades territoriales, el avance en los PDET, el modelo de 
sustitución de cultivos ilícitos y la estrategia para implementar las recomendaciones 
de la Comisión de la Verdad. 

En términos de financiación, dentro de las Bases del PND, la ST no encontró metas 
presupuestales ni asignaciones monetarias específicas para la implementación del 
A.F. ni las disposiciones dentro del Plan Plurianual de Inversiones. 

El documento de Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 no incluye un 
capítulo específico para la implementación del A.F. Es importante que el documento 
que se presente al Congreso de la República incluya ese capítulo para que se 
cuenten con las herramientas que la ley dispone para la implementación del A.F., 
así como la correspondencia entre el Plan Plurianual de Inversiones del Plan con 
las medidas que eventualmente se incluyan para la implementación del A.F. en 
concordancia con el Marco Fiscal de Mediano Plazo. Definir igualmente, el 
mecanismo de utilización de la hoja de ruta única de los PDETS en el marco del 
PND como lo exige el AF y su armonización con el Plan Plurianual de Inversiones 
en sus ñmetas y prioridadesò (A.F.) 1.2.3 permitir²a mantener la progresividad tanto 
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financiera como programática en la implementación en la transición de gobierno. 
Así mismo, el marcador presupuestal para la paz, ajustando su diseño para permitir 
una diferenciación de gastos corrientes de la Nación y las regiones y considerar la 
inclusión de marcadores combinados de género y étnicos. permitiría mejorar 
significativamente la precisión y transparencia en el seguimiento a los gastos de la 
implementación. 

En cuanto al enfoque de género, la ST identifica que hubo una reducción de más 
de $700 mil millones de pesos del Presupuesto General de La Nación asignados 
para este enfoque en el Punto 6 entre el 2020 y el 2021, al pasar de $798 mil 
millones de pesos en la vigencia de 2020 a $61 mil millones en 2021. Asimismo, la 
ST subraya que no hubo apropiación en el 2020 ni en el 2021 del Pilar 4.2. 
relacionado a la Prevención del Consumo y Salud Pública, los cuales cuentan con 
4 indicadores de género del PMI. 

Finalmente, en relación al enfoque étnico, La ST señala que la implementación del 
Capítulo Étnico ha sido parcial y con retrasos con respecto a lo establecido en el 
A.F. La ST destaca los avances en la instalación de la CSIVI y el acuerdo suscrito 
con el gobierno de Estados Unidos para acompañar la implementación del Capítulo 
Étnico. Sin embargo, resalta la necesidad de incluir un ítem étnico en el trazador 
presupuestal de paz para poder hacer un seguimiento detallado de la ejecución 
presupuestal y la implementación de este enfoque; avanzar en la implementación 
del Capítulo Étnico en el Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos y la 
consideración de inclusión de las propuestas de la IEANPE en el Plan Nacional de 
Desarrollo 2022-2026. 
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Punto  1 ð Reforma Rural Integral  

1. Presentación  

El punto 1 del Acuerdo Final de Paz ïA.F.ï estableció una serie de medidas 

tendientes a (i) resolver problemas de acceso, distribución, ordenamiento de tierras 

y conflictos socioambientales; (ii) garantizar derechos a poblaciones rurales y el 

acceso a la justicia; (iii) mejorar la productividad y la integración con las áreas 

urbanas haciendo hincapié en la promoción de la economía campesina y (iv) 

establecer planes de desarrollo territorial en zonas especialmente afectadas por el 

conflicto, la pobreza, las economías ilegales y la debilidad institucional. Con estos 

objetivos, el Acuerdo Final planteó tres grupos de medidas interrelacionadas en la 

Reforma Rural Integral ïRRIï: (1.1) Acceso y uso de la tierra, (1.2) Programas de 

Desarrollo con Enfoque Territorial ïPDETï y (1.3) Planes Nacionales para la 

Reforma Rural Integral ïPNRRIï; medidas que además deben ser implementadas 

atendiendo los enfoques territorial, reparador, étnico y de género.  

El nuevo gobierno nacional (2022-2026) ha manifestado que el cumplimiento de la 

RRI es prioritario en su propuesta de Reforma Agraria. Desde el programa de 

gobierno se estableció una búsqueda por la implementación adecuada de 

mecanismos del A.F. como el Catastro Multipropósito ïCMï y el Fondo de Tierras 

de distribución gratuita ïFTï, la creación de la Jurisdicción Agraria y el avance en 

instrumentos derivados del Decreto Ley 902 de 2017 como los Planes de 

Ordenamiento Social de la Propiedad Rural ïPOSPRï y el Registro de Sujetos de 

Ordenamiento ïRESOï. Así mismo, el gobierno propuso impulsar los PDET con la 

materialización de las iniciativas de los Planes de Acción para la Transformación 

Regional ïPATRï. Con estas acciones se buscaría garantizar los derechos a la 

tierra, priorizando a las mujeres rurales, disminuyendo la desigualdad de la tenencia, 

mejorando su uso y contribuyendo a la producción de alimentos (Pacto Histórico, 

2022). 

En el marco de los primeros 100 días de la presidencia de Gustavo Petro y Francia 

Márquez, la Reforma Agraria y el Punto 1 del A.F. han estado en el centro del debate 

público de forma consistente, concentrándose en los temas de acceso y uso de 

tierras (1.1) y en menor medida en los PNRRI (1.3) alrededor de los aspectos de 

desarrollo rural y productivo. Por el contrario, a la fecha de cierre de este informe 

todavía no existe suficiente información pública sobre los ajustes, cambios o 

prioridades en los PDET y su relación con el proceso de Diálogos Regionales 

Vinculantes para el Plan Nacional de Desarrollo ïPNDï.  

Para este Duodécimo Informe, la ST establece como prioridad hacer un balance 

del estado de la implementación con la que el nuevo Gobierno ha iniciado su 
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trabajo en el punto 1 y, a su vez, establece los hechos más relevantes de la 

implementación en los primeros 100 días del nuevo Gobierno Nacional. 

 

2. Análisis temático  

2.1.  Tema 1: Acceso y Formalización de tierras (1.1) 

2.1.1.  Fondo de Tierras de distribución gratuita (1.1.1)  

El Fondo de Tierras ïFTï es uno de los compromisos (1.1.1) más relevantes que 

tiene el A.F. Su propósito es lograr la democratización del acceso a la tierra en 

beneficio de los sujetos sin tierra o con tierra insuficiente, priorizando a las mujeres 

rurales. El FT tiene un carácter permanente y tiene como meta, en sus primeros 12 

años, la adjudicación de tres millones de hectáreas. Según el Decreto Ley 902 de 

2017 (Art. 18), este Fondo se dividirá en dos cuentas: 1. Acceso para la población 

campesina, comunidades, familias y asociaciones rurales y 2. Dotación de tierras a 

comunidades étnicas; subcuenta que aún no ha sido creada y significa un retraso 

en la implementación de las disposiciones del enfoque étnico.  

A 15 de septiembre de 2022 han sido incorporadas al inventario de bienes del FT 

2.133.200 hectáreas; de las cuales el 73% (1.565.736) provienen de bienes baldíos 

de la Nación1, 13,3% (284.368) de bienes fiscales patrimoniales2 y un 13,2% 

(283.096) de baldíos reservados de la Nación (CPEC, 2022).  

La ST observa que los bienes baldíos han sido la fuente predominante de hectáreas 

que suministra al FT. No obstante, la cifra de más de dos millones de hectáreas 

ingresadas debe ser evaluada en su efectiva adjudicación a los sujetos de la RRI, 

ya que previamente las hectáreas deben pasar por un proceso de caracterización 

para ser adjudicadas. 

 

Tabla 1. Bienes incorporados y caracterizados en el Fondo de Tierras 

Bienes ingresados al Fondo de Tierras 
Bienes caracterizados del 

Fondo de Tierras 
Porcentaje 

de ha 

Tipo de bien Títulos Hectáreas Títulos Hectáreas % 

Baldíos de la 
Nación 

14.339 
 

1.565.736 115 236.176 15% 

 
1 Los bienes baldíos de la Nación son aquellos terrenos rurales o urbanos, sin cultivar o edificar, que 
no cuentan con título originario y se encuentran dentro del dominio de la Nación.  

2 Los bienes fiscales patrimoniales, son aquellos que pertenecen a sujetos de derecho público de 
cualquier naturaleza u orden y que, por lo general, están destinados al cumplimiento de las funciones 
públicas o servicios públicos.  
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Bienes 
fiscales 

patrimoniales 

4.557 
 

284.368 733 20.712 7% 

Baldío 
Reservado 

119 
 

283.096 0 0 0% 

Fuente: Elaboración propia con base a CPEC, 2022. 

A 15 de septiembre de 2022, sólo 15% de los bienes baldíos de la Nación y 7% de 

los bienes fiscales patrimoniales están caracterizados. Del total de hectáreas 

ingresadas, sólo se ha caracterizado el 12%. Esto implica un retraso significativo 

por parte de la ANT en el proceso de caracterización y en consecuencia en la 

efectiva adjudicación. 

 

Gráfico 1. Panorama general de avance del Fondo de Tierras 

 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022. 

Así, el análisis sobre los predios que han sido adjudicados efectivamente muestra 

el avance real de este compromiso con la población sujeto de la RRI. De acuerdo 

con la información oficial, han sido adjudicadas 727.478 hectáreas, las cuales 

equivalen a un avance del 24% (en casi seis años de implementación) respecto al 

compromiso de tres millones de hectáreas que se deben adjudicar en el transcurso 

de 12 años (CPEC, 2022).  

De las hectáreas adjudicadas, la mayoría están ubicadas en municipios no-PDET 

con un 74% (539.013), mientras que en municipios PDET han sido adjudicadas el 

26% (188.465). La adjudicación en las subregiones PDET le da a su vez 

cumplimiento a las iniciativas de Acceso a Tierra (1.1) consignadas en el pilar de 

3.000.000

2.133.200

255.888

727.478

Meta 12 años Hectáreas ingresadas Hectáreas
caracterizadas

Hectáreas
adjudicadas
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planificación 1. Ordenamiento social de la propiedad y uso del suelo (STCVI, 

2021b).  

Considerando el tiempo de la implementación, se requiere redoblar esfuerzos para 

la caracterización y adjudicación de predios en municipios PDET por parte de la 

Agencia Nacional de Tierras y en el marco de la integralidad del punto 1 del A.F que 

impulsa el cumplimiento tanto de los compromisos 1.1.1 y 1.2.  

 

Tabla 2. Títulos, hectáreas y familias beneficiarias de adjudicaciones del 

Fondo de Tierras por tipo de sujeto (15 de septiembre de 2022) 

Tipo de 
municipio 

Tipo de 
población 

Sexo 

Familias 
beneficiadas 

Títulos 
adjudicados 

Hectáreas 
adjudicadas 

Promedio 
hectáreas 

por 
familia 

Hombres 
beneficiados 

(Incluye 
titulación 
conjunta) 

Mujeres 
beneficiadas 

(Incluye 
titulación 
conjunta) 

Municipio 
PDET 

Indígenas 9.743 9.443 5.306 31 175.238 33,03 

Campesinos 1.324 1.589 2.319 2.277 5.864 2,53 

Afrodescendientes 3.977 4.135 2.811 14 7.341 2,61 

Entidades de 
derecho público 

N/A N/A N/A 112 22 
N/A 

 

Otros 
municipios 

Indígenas 15.334 14.908 8.169 55 526.681 64,47 

Campesinos 2.174 2.633 3.782 3.453 9.428 2,49 

Afrodescendientes 3.632 3.651 2.240 18 2.882 1,29 

Entidades de 
derecho público 

N/A N/A N/A 98 22 
N/A 

 

Total  36184 36359 24627 6058 727478  

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022. 

Por su parte, frente al análisis de la información oficial sobre adjudicación de 

hectáreas por tipo de sujeto, existe un desbalance entre pueblos indígenas, 

población Negra, Afrocolombiana, Raizal y Palenquera ïNARPï y el campesinado. 

La población más beneficiada con la implementación del A.F. en los procesos de 

adjudicación son los pueblos indígenas con un 97% (526.681) de las hectáreas 
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adjudicadas en municipios no PDET y un 92% (175.238) en municipios PDET. Se 

debe tener en cuenta que la Comisión Nacional de Territorios Indígenas ïCNTIï ha 

advertido que los resultados correspondientes a pueblos indígenas incluyen 

territorios habitados previamente por las comunidades, lo que indicaría la existencia 

de procesos de formalización y no de acceso a tierras (STCVI, 2021b, p. 26). Por 

otro lado, también debe detallarse la calidad de los predios adjudicados y su 

viabilidad productiva.  

En municipios PDET la población NARP es beneficiaria del 3,8% (7.341) del proceso 

de adjudicación y la población campesina del 3% (5.864). Mientras que en 

municipios no PDET la población campesina es beneficiaria del 1,7% (9.428) y la 

población NARP del 0,5% (2.882). Incluso, de acuerdo con los datos entregados a 

la ST por la ANT (CPEC, 2022), del total de predios adjudicados al campesinado 

(5.730), únicamente el 12,19% de predios (695) tienen una extensión mayor a 5 

hectáreas; el 74,5% (4.269) tienen un área menor a 0,5 hectáreas y 42,18% (2.417) 

del total de predios tiene una extensión menor a 0,1 hectáreas, lo que dificulta 

promover la vocación agraria de las personas beneficiarias y los objetivos de la RRI. 

Estos datos muestran la importancia de avanzar de forma efectiva con el 

campesinado en acceso y beneficio de familias que no cuentan con tierra suficiente-

, adjudicar predios en mayor medida a pueblos NARP, sin perjuicio de garantizar el 

acceso a los pueblos indígenas.  

Gráfico 2. Hectáreas adjudicadas del Fondo de Tierras por tipo de sujeto (15 

de septiembre de 2022) 

 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022. 
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Con la información oficial proporcionada frente al avance de la adjudicación con 

enfoque de género, se observa que en general existe un equilibrio entre hombres 

(36.184) y mujeres (36.359) en todos los tipos de adjudicaciones de acuerdo con el 

sujeto beneficiado. Esta proporción en la adjudicación de hectáreas es similar en 

las subregiones PDET: 15.044 hectáreas adjudicadas (49,7%) para hombres y 

15.167 has adjudicadas (50,2%) para mujeres. No obstante, de las hectáreas 

entregadas al campesinado, en promedio, a los hombres se adjudicaron 3,24 

hectáreas y a las mujeres 1,68 hectáreas3. 

Frente a la adjudicación de tierras, por zonas PDET (ver Anexo 1), la ST sigue 

encontrando un desbalance significativo entre subregiones. Mayoritariamente, en la 

Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño se han adjudicado el 68,2% (128.800) 

de las hectáreas, seguido por Putumayo con el 18% (33.364) y Bajo Cauca y 

Nordeste Antioqueño con el 4% (7.839). En contraste, la subregión de Arauca no 

tiene adjudicaciones y Catatumbo y Sur del Tolima, cuentan con 26 y 152 hectáreas 

adjudicadas respectivamente. 

Gráfico 3. Hectáreas adjudicadas en subregiones PDET por el Fondo de 

Tierras 

 
Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022.  

 
3 Se incluye en el promedio las hectáreas adjudicadas a través de titulación conjunta que se repiten 
tanto para hombres como para mujeres. 
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La ST considera urgente que el nuevo Gobierno Nacional tome medidas para 

balancear tanto la implementación entre tipos de sujetos de la RRI, los municipios 

PDET y no PDET y las subregiones PDET, pues aun cuando el FT se ha puesto en 

marcha, se requieren esfuerzos adicionales institucionales y presupuestales frente 

a los compromisos correspondientes al A.F. que están rezagados desde años 

pasados bajo responsabilidad de la ANT. 

 

2.1.2.  Planes de Ordenamiento Social de la Propiedad Rural ðPOSPRð 

En las Resoluciones 740 de 2017 (Art. 2) de la Agencia Nacional de Tierras ïANTï 

y la 129 de 2017 (Art. 2) del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural ïMADRï 

se definió que los Planes de Ordenamiento Social de la Propiedad Rural ïPOSPRï 

son un instrumento y una herramienta operativa esencial para materializar 

eficientemente las medidas de acceso, formalización y uso de la tierra. Estos Planes 

tienen el propósito de articular la institucionalidad en sus diferentes niveles con la 

finalidad de organizar por oferta la distribución equitativa y el acceso a la tierra rural, 

la regularización de la propiedad y la consolidación del mercado de tierras, en las 

zonas que han sido definidas para impactar con programas y proyectos.  

A 31 de agosto de 2022, fueron priorizados y focalizados un total de 127 municipios 

en todo el territorio nacional para la elaboración de los POSPR, de los cuales 108 

municipios (85%) están ubicados en subregiones PDET y los 19 municipios 

restantes (15%) están en otras zonas del país.  

De los municipios PDET priorizados, las subregiones con menor participación frente 

al número total de sus municipios son Catatumbo, Chocó, Pacífico Medio, Pacífico 

y Frontera Nariñense y Urabá Antioqueño. No obstante, los resultados en términos 

de finalización del proceso son mínimos. 

Gráfico 4. Número de municipios focalizados para POSPR y con etapa 

operativa por subregión PDET 

 
Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022. 
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Al respecto de los POSPR en proceso de formulación y con viabilidad para su 

implementación, la ANT informó, antes del cambio de Gobierno, que se tenían 

programadas más formulaciones: en el mes de julio de 2022, se finalizó la 

formulación del POSPR del municipio de Puerto Rico (Meta), único programado 

para la vigencia. No obstante, en el primer semestre de 2022, también se finalizaron 

las formulaciones de Santander de Quilichao (Cauca) y Sardinata (Norte de 

Santander), los cuales venían rezagados desde el año 2021 (CPEC, 2022).  

Frente a los municipios con POSPR finalizados, la información proporcionada a la 

ST indica que se trata de nueve municipios (todos PDET) que se están en diferentes 

fases de finalización. De acuerdo con esta información, desde el 31 de diciembre 

de 2021, fecha considerada en el Informe Regional de la ST (STCVI, 2021c), se 

avanzó en tres municipios nuevos: Planadas, Cáceres y Valencia, en un lapso de 

ocho meses y representa un avance lento teniendo en consideración el tiempo 

transcurrido y la importancia otorgada al instrumento para la materialización de la 

RRI. 

 

Tabla 3. Municipios con POSPR finalizados 

Municipio con POSPR finalizado Etapa 

Ovejas (Sucre) 

Finalización de etapa de campo de la fase de 

implementación. Se encuentra finalizando etapas 

de Procedimiento Único. 

Córdoba (Bolívar) 

 

Finalizaron la etapa de trabajo de campo en lo 

que corresponde a levantamiento de información 

física y jurídica predial 

El Guamo (Bolívar) 

Planadas (Tolima), 

Fonseca (La Guajira) 

Rioblanco (Tolima) 

San Juan del Cesar (La Guajira) 

Cáceres (Antioquia) 

Valencia (Córdoba) 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022. 

Finalmente, frente a la programación de atención por oferta para la formulación e 

implementación de los POSPR, la ANT tiene un total de 59 municipios (40 de ellos 

PDET).  
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Tabla 4. Subregiones con municipios programados para atención por oferta 

de los POSPR 

Subregión PDET 
Número de municipios atención por 

oferta POSPR 

Alto Patía y Norte Del Cauca 7 

Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño 5 

Catatumbo 1 

Macarena Guaviare 2 

Montes de María 10 

Pacífico y Frontera Nariñense 1 

Sierra Nevada- Perijá-Zona Bananera 6 

Sur de Córdoba 4 

Sur del Tolima 4 

Total 40 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022. 

De las 16 subregiones PDET, nueve se encuentran programadas para la atención 

por oferta de los POSPR y, de estas, el mayor número de municipios programados 

están en Montes de María, Alto Patía y Norte del Cauca y Sierra Nevada-Perijá-

Zona Bananera.  

Los POSPR como se mencionó antes son una herramienta fundamental para 

impulsar la RRI a pesar de no hacer parte estricta del A.F. (PGN, 2021, p. 40). Sin 

embargo, la ST observa que todavía no se avanza consistentemente en el uso de 

esta herramienta para el ordenamiento y que es necesario realizar ajustes 

institucionales, aumentar el presupuesto y ampliar la presencia territorial de la ANT 

para avanzar en un mayor número de municipios.  

 

2.1.3.  Subsidios integrales para compra de tierras  

El Acuerdo Final establece Otros mecanismos para promover el acceso a tierra y 

facilitarlo (1.1.2), dentro de los cuales se encuentra el Subsidio Integral para los 



 
 
 
 
 

Duodécimo  informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz  
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional ðCERACðCINEPð  

Esta versión: diciembre de 2022  

29 

sujetos de RRI en zonas priorizadas. Estos también son una herramienta alternativa 

de solución a problemas de acceso a tierras con prioridad para mujeres rurales. 

 

Tabla 5. Subsidios Integrales para compra de tierras 

Tipo de 
municipio 

Número de 
familias 

Sexo Hectáreas Títulos adjudicados 
y/o formalizados a 

través de subsidios 
Hombre Mujer 

Municipios 
PDET 

413 229 269 4019 212 

Otros 
municipios 

880 514 539 5149 323 

Total 1293 743 808 9168 535 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022.  

Con base en la información oficial entregada a la ST, a 31 de agosto de 2022, se 

han materializado 291 subsidios familiares integrales (CPEC, 2022) desde el inicio 

de la implementación y de los cuales 90 (30%) han sido para familias ubicadas en 

municipios PDET y 201 (69%) para aquellas ubicadas en otros municipios. Si bien 

en el A.F. no se estableció una meta en número de hectáreas, en municipios PDET 

se han otorgado subsidios para 413 familias que suman un total de 4.019 hectáreas. 

Para otros municipios, se han otorgado subsidios para 880 familias, sumando un 

total de 5.149 hectáreas. 

En relación con la prelación que le dio el A.F. a las mujeres rurales, se tiene que la 

proporción entre beneficiarias mujeres (52%) y beneficiarios hombres (48%) 

representa un balance, aunque esta cifra considera la titulación conjunta. 

 

2.1.4.  Registro de Sujetos de Ordenamiento ðRESOð  

En virtud de lo planteado en los artículos 11 y 12 del Decreto Ley 902 de 2017, se 

creó el Registro de Sujetos de Ordenamiento ïRESOï como una herramienta que 

consigna la información de los sujetos de acceso y formalización de tierras, un 

instrumento de planeación y ejecución gradual de la política pública con el propósito 

de identificar los beneficiarios del Fondo de Tierras y un medio de apoyo para la 

implementación de actividades en el marco de la política de acceso y formalización 

de tierras.  

Según la información oficial, a 31 de agosto de 2022 estaban inscritos 142.361 

sujetos, de los cuales 63.750 (44,7%) se reconocen como mujeres, 73.367 (51,5%) 

como hombres y 5.244 sujetos inscritos (3,6%) no reportan género. Del número total 
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de personas inscritas, el 75% (107.507) aspira a acceder a tierras y el 24% (34.854) 

a la formalización de la propiedad. 

Entre diciembre de 2021 y agosto de 2022, 114.448 sujetos fueron registrados. De 

acuerdo con la información reportada en la elaboración del Informe 11 de esta ST 

(STCVI, 2021c), el 80% del avance del RESO se realizó en los últimos ocho meses 

del gobierno Duque.    

En el artículo 12 del Decreto Ley 902 de 2017, también se contempló la creación de 

un módulo étnico del RESO, en el cual se identificarán los pueblos y comunidades 

étnicas de acuerdo con sus respectivos territorios y autoridades, entre otros. Los 

criterios de priorización del módulo están aún en proceso de concertación con las 

autoridades étnicas, por lo que según información oficial a la misma fecha todavía 

no se contaba con el módulo étnico, lo que implica un incumplimiento al enfoque 

étnico de la implementación. 

 

2.1.5.  Formalización de tierras (1.1.5)  

El propósito fundamental de la formalización de tierras radica en regularizar y 

proteger los derechos de la pequeña y mediana propiedad rural, garantizando que 

las personas puedan acceder al derecho de ser legítimas dueñas y poseedoras de 

la tierra (A.F. 1.1.5). Dicho propósito contribuye a reducir conflictos sobre la tierra, 

otorgar seguridad jurídica y facilitar el acceso a crédito y la intervención del Estado 

con mecanismos de desarrollo rural.  

La meta propuesta por el A.F. en esta materia es de siete millones de hectáreas de 

pequeña y mediana propiedad rural con especial énfasis en municipios PDET y 

Zonas de Reserva Campesina ïZRCï, entre otras. Según la información oficial, a 

31 de agosto de 2022, se habían regularizado 3.055.398 hectáreas, de las cuales 

el 38% (1.184.195) están localizadas en zonas PDET y el 61% (1.871.203) en 

municipios no PDET.  

Tabla 6. Formalización de tierras por proceso en municipios PDET 

Tipo de 
municipio 

Proceso 

Títulos 
adjudicados 

y/o 
formalizados 

Familias 

Mujeres 
beneficiarias 

(incluye 
titulación 
conjunta) 

Hectáreas 
Porcentaje 

de 
hectáreas 

 

 

 

 

Adjudicación 
de predios 
baldíos de 

Entidades de 
Derecho 
Público 

887 NA NA 744 0,1% 
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Municipios 
PDET 

Constitución 
y ampliación 

de 
Resguardos 

indígenas 

50 13.538 28.059 812.647 68,6% 

Titulación 
Colectiva de 

comunidades 
negras 

23 3.855 6.224 11.490 1% 

Otros 
procesos de 

adjudicación4 
31.711 31.799 15.860 359.314 30% 

Total  32671 49192 50143 1184195 100% 

 Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022.  

Tabla 7. Formalización de tierras por proceso en municipios no-PDET 

Tipo de 
municipio 

Proceso 

Títulos 
adjudicados 

y/o 
formalizados 

Familias 

Mujeres 
beneficiarias 

(incluye 
titulación 
conjunta) 

Hectáreas 
Porcentaje 

de 
hectáreas 

Otros 
municipios 

Adjudicación 
de predios 
baldíos de 

Entidades de 
Derecho 
Público 

644 0 0 1445 0,1% 

Constitución 
y ampliación 

de 
Resguardos 

indígenas 

75 10617 20360 789938 42,2% 

Titulación 
Colectiva de 

comunidades 
negras 

22 2571 4586 4840 0,2% 

Otros 
procesos de 
adjudicación 

55011 57089 31008 1074980 57,4% 

Total  55752 70277 55954 1871203 100,0% 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022.  

 
4 Dentro de los ñotros procesos de adjudicaci·nò se encuentran: Adjudicaci·n de bald²os a persona 
natural, adjudicación bienes fiscales patrimoniales, adjudicación de bienes del Fondo Nacional 
Agrario, programa de subsidio integral de tierras, programa de compra directa y adjudicaciones 
especiales y contratos de uso otorgados, y formalización de predios privados. 
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En municipios PDET, se tiene que el 70% (824.137) de las hectáreas han sido 

formalizadas para comunidades étnicas. De estas, para pueblos NARP sólo se ha 

regularizado el 1% (11.490) y para población campesina el 30% (359.314). En otros 

municipios, también predomina el avance para comunidades étnicas con el 42,4% 

(794.778), donde el avance para la población afrodescendiente sigue siendo 

bastante bajo, con un 0,2% (4.840) y para la población campesina es del 57,4% 

(1.074.980).  

En contraste, en aquellos municipios no-PDET predomina el avance en 

formalización para la población campesina y un balance para la población indígena. 

Mientras que en los municipios PDET se observa que los avances se han 

concentrado en beneficiarios de pueblos indígenas. Sin embargo, como ya se ha 

mencionado en anteriores informes (STCVI, 2021b, p. 37) existe una crítica de la 

IEANPE a la muestra de estos resultados porque responden a procesos previos al 

A.F. La ST, resalta la necesidad de avanzar en este compromiso dentro del marco 

de la implementación del A.F. con un esfuerzo mayor para la población 

afrodescendiente, en tanto hay un desbalance muy pronunciado en los avances 

para esta población de especial protección constitucional.  

 

a. Avances relevantes en los primeros 100 días del Gobierno de Gustavo Petro 

(2022-2026) 

En los primeros 100 días del Gobierno de Gustavo Petro y Francia Márquez ha 

estado en la agenda pública la realización de una Reforma Agraria ligada al 

cumplimiento del punto 1 del A.F. El 20 de septiembre, en una intervención en el 

Senado de la República, la Ministra de Agricultura y Desarrollo Rural afirmó que los 

tres ejes de la Reforma Agraria serían: el Catastro Multipropósito; la Formalización, 

Acceso y Restitución de Tierras; y la Redistribución de Tierras Extintas. Estos ejes 

se complementan con otras apuestas correspondientes a los derechos de las 

mujeres rurales y la economía del cuidado; la promoción de mayor acceso a la tierra 

a grupos étnicos; la integración productiva de pequeños, medianos y grandes 

productores y el enfoque territorial. Así mismo, el Gobierno ratificó el compromiso 

con la RRI, incluyendo la implementación de los PDET y PNRRI, articulado a la 

propuesta de Paz Total con grupos armados y la sustitución gradual de cultivos de 

uso ilícito (MADR, 2022c).  

En las distintas declaraciones también ha sido claro que una primera dificultad para 

cumplir estas metas es presupuestal en el marco de una situación fiscal crítica del 

sector tierras y desarrollo rural (MADR, 2022a). En el Presupuesto General de la 

Nación para 2023, aprobado en el Congreso de la República el 18 de octubre, 
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finalmente quedó consignado un aumento para el sector de 0,64% respecto al 2022: 

en total 4,1 billones de pesos. Además, se destacan modificaciones sustanciales a 

los presupuestos que venían administrando algunas de las entidades encargadas 

de la implementación del A.F. en el punto 1.  

La ST observa como un logro que puede tener repercusiones positivas en la 

implementación, el aumento de presupuesto a la ANT es casi tres veces mayor al 

asignado para el año 2022; un aumento aproximado de 261%. Este cambio es 

coherente con las recomendaciones que esta ST ha realizado en reiteradas 

ocasiones sobre la necesidad de fortalecer a esta institución al ser una de las 

mayores responsables para materializar la RRI. 

 

Gráfico 5. Asignación presupuestal 2022 y 2023 a entidades encargadas de 

implementar el Punto 1 del A.F. 

 

Fuente: Elaboración propia con base en El Espectador, 2022b.  

También se destaca un aumento de casi el doble del presupuesto (176%) en 

relación con 2022 para la Agencia Desarrollo Rural ïADRï, lo que puede implicar 

un impulso al acompañamiento de los procesos de acceso y formalización a tierras 

con proyectos productivos y asistencia técnica. En la misma línea, se resalta el 

aumento de presupuesto para la Unidad de Restitución de Tierras ïURTï en un 
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65%, lo que respalda a este régimen de transición (Ley 1448 de 2011) que también 

se encuentra consagrado en el punto de Restitución (1.1.7) del A.F.   

En contraste, se observa que hubo una disminución del 48% frente al presupuesto 

del 2022 para la Agencia de Renovación del Territorio, la cual se encarga de 

coordinar la implementación de los PDET (1.2). Frente a esta disminución de 

presupuesto, la ST alerta al Gobierno Nacional para que impulse la labor de 

coordinación y compromiso con los PDET e incluya a toda la institucionalidad desde 

el nivel nacional, departamental y municipal.  

Con este panorama la ST observa que, desde el punto de vista presupuestal, existe 

una manifestación de la voluntad política por parte de Gobierno para movilizar los 

asuntos agrarios y de tierras del A.F. que deberá redundar en el fortalecimiento de 

las capacidades de la institucionalidad competente para la consecución de 

resultados alineados con las metas del A.F.   

Por otro lado, frente a los avances de acceso y formalización, el 21 de septiembre 

el Gobierno Nacional anunció la entrega de 681.372 hectáreas5 en diferentes 

departamentos que fueron entregados en el marco de formalización y acceso a 

tierras, tanto a sujetos campesinos como étnicos. Posteriormente, el 11 de 

noviembre se anunció la formalización y entrega de títulos sobre 256.342 para 32 

resguardos indígenas en varios departamentos del país6 (ANT, 2022). Según el 

nuevo Gobierno, esto denota la voluntad política para descongestionar aquellos 

procesos rezagados de antiguos Gobiernos y envía un mensaje contundente del 

compromiso con el tema agrario (El Espectador, 2022a).  

 
5ñGerardo Vega, director de la Agencia Nacional de Tierras (ANT), explicó que en el anuncio se 
incluyen 10 constituciones o ampliaciones de resguardos indígenas (en total 297.000 hectáreas), 
que beneficiarán a 1.044 familias en Cauca, Putumayo, Antioquia, Córdoba, Tolima, Risaralda, 
Amazonas, Huila y Vichada. También tres titulaciones colectivas a consejos comunitarios, que 
benefician a 310 familias (en total 2.138 hectáreas) y 23 títulos para entidades de derecho público 
ñescuelas, centros de salud, que necesitaban formalizarse para que haya inversión desde lo 
municipal o departamentalò. Adem§s, se entregar§n 266 t²tulos de tierra que, en este caso, asegura 
Vega, no es formalizaci·n, sino adjudicaci·n ña campesinos que no ten²an tierraò, en total 427 
hectáreas en Bolívar, Córdoba, La Guajira, Magdalena, Sucre, Putumayo, Nariño, Risaralda, Tolima, 
Antioquia, Cauca, Caldas y César. Más 225 títulos de formalización de predios privados (203 
hectáreas) y 40 resoluciones de restitución de tierras (210 hectáreas) que son resultados de órdenes 
judiciales. De acuerdo con la ministra, el anuncio es el resultado de un esfuerzo del Ministerio y de 
sus agencias para agilizar el proceso. ñLa titulaci·n masiva de predios es un reflejo del compromiso 
del gobierno con la reforma agraria y el cumplimiento del Acuerdo de Pazò. Tomado de El Espectador 
(2022a).  

6La ST aclara que estas cifras fueron incluidas posteriormente a la solicitud de información oficial, 
por lo que en el reporte total de hectáreas formalizadas no se encuentran incluidas estas entregas 
realizadas el 21 de septiembre y 11 de noviembre de 2022. 
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El 8 de octubre se firmó un acuerdo con la Federación Nacional de Ganaderos ï

FEDEGANï para facilitar la compra directa de tierras a personas pertenecientes al 

sector ganadero que voluntariamente deseen venderlas, con el propósito de 

alimentar el FT y facilitar el cumplimiento de la meta de la adjudicación de tres 

millones de hectáreas para campesinos sin tierra o con tierra insuficiente (1.1.1).  

Conforme al documento firmado por José Félix Lafaurie, presidente de FEDEGAN, 

y el Gobierno Nacional, se buscará que los predios tengan el tamaño adecuado para 

el desarrollo de proyectos productivos de forma rentable, que se acompañará con 

planes de choque para construcción y mantenimiento de vías terciarias (MADR, 

2022d) y programas de acompañamiento técnico y productivo. Por lo pronto, a la 

fecha de cierre de este informe, todavía no se han hecho efectivas compras de 

tierras en el marco de este acuerdo. Desde el MADR se ha manifestado que se está 

en proceso de negociación y análisis de los predios que estarían disponibles para 

la venta.  

Este acuerdo no sólo constituye un hito en la historia de Colombia frente al posible 

avance respecto a las fuentes que alimentarán el FT, también se configura como un 

paso hacia la consolidación de la paz territorial con uno de los sectores que ha 

estado envuelto en las conflictividades por las tierras y hace parte de uno de los 

partidos políticos que se ha declarado opositor al Proceso de paz con las FARC. 

Adicional a lo anterior, el pasado 21 de noviembre de 2022 en la reactivación de los 

diálogos de paz con la guerrilla del Ejército de Liberación Nacional ïELNï, se 

conoció que José Félix Lafaurie haría parte de la mesa de negociaciones de paz por 

parte del Gobierno Nacional, rol que podría acercar a diferentes sectores que han 

estado apartados del proceso de paz e impulsar su compromiso con la concreción 

de la paz territorial.   

Por otro lado, el 3 de noviembre de 2022 Gustavo Petro firmó la Ley 2272 de 2022, 

de Paz Total que modifica, adiciona y prorroga la Ley 418 de 1997 de Orden Público, 

que tiene como objetivo central definir la política de paz como una política de 

Estado.  

En lo que respecta al punto 1, se establecen mandatos que respaldan la 

implementaci·n de los PDET (1.2) y en el cap²tulo de ñMecanismos para la Paz 

Totalò se hace el llamado a que en el Plan Nacional de Desarrollo ïPNDï y en los 

Planes de Desarrollo Local de las entidades territoriales se introduzcan programas 

y proyectos dirigidos al cumplimiento de los acuerdos de paz con especial atención 

de los municipios PDET, en los cuales también se deberá priorizar lo dispuesto en 

el Plan Marco de Implementación y en concordancia con los PATR (1.2.3). El 

mandato de la Ley está en correspondencia con el articulado del A.F. y a su vez 
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adiciona y consolida la necesidad de que todos los niveles territoriales, junto con el 

apoyo y compromiso del nivel nacional, se apropien de la implementación del PDET.  

Tambi®n, se constituyen las ñRegiones de Pazò que albergar§n di§logos de paz con 

los diferentes actores, en los cuales se focalizan los territorios PDET, entre otros. Y, 

finalmente, dentro de las modalidades que se incluyeron en el nuevo ñServicio Social 

para la Pazò se incluy· el ñservicio social para el trabajo en la reforma rural integralò.  

En el marco de los primeros cien días del nuevo Gobierno, se propuso una 

metodología novedosa en la que por primera vez la construcción del PND se 

realizaría de manera participativa y teniendo en cuenta la visión de las comunidades 

sobre las necesidades de los territorios, por medio los Diálogos Regionales 

Vinculantes, para recoger insumos esenciales para construir la propuesta final del 

PND.  

Así las cosas, hasta el 9 de noviembre, según el DNP, se han llevado a cabo 31 

diálogos vinculantes, con 81.000 asistentes, 14.383 necesidades de cambio, 22.945 

propuestas para el PND. Aún quedan 17 encuentros por realizar, los cuales están 

planteados para el mes de diciembre de 2022, según lo informado por el Gobierno 

(DNP, 2022b).   

Aún en proceso de construcción del PND, a mediados del mes de noviembre el 

Gobierno Nacional presentó un borrador con las bases del PND 2022-2026 

ñColombia Potencia Mundial de la Vidaò al Consejo Nacional de Planeación, por lo 

que esta ST pudo revisar el documento emitido con el propósito de rastrear los 

puntos relevantes que impactarían el punto 1 del A.F. destacando lo siguiente: 

V El primer apartado del borrador se enfoca en el ñordenamiento del territorio alrededor 

del aguaò en el que se pone en el centro la necesidad de abordar el ordenamiento territorial 

desde una visión amplia del mismo, con énfasis en la superación de brechas entre campo 

y ciudad. En este apartado dentro de los catalizadores se destacan: la consolidación 

inminente del Catastro Multipropósito (1.1.9) frente al cual reporta una actualización del 

catastro rural del 9.4%7 y la formalización, adjudicación y regularización de la propiedad 

(1.1.1; 1.1.5) con énfasis en mujeres rurales y pueblos étnicos, para esto se menciona la 

necesidad de darle impulso y acelerar el desarrollo del Plan Nacional de Formalización de 

la Propiedad Rural (1.3).  

V Se establece una conexi·n directa entre la RRI y el apartado del PND ñDerecho Humano 

a la Alimentaci·nò, donde la producción de alimentos alineados al fortalecimiento del sector 

 
7 Este porcentaje es la línea base que ha incluido el gobierno en el documento de Bases del PND 
(DNP, 2022a, p. 38), que corresponderían a 10,7 millones de hectáreas actualizadas con enfoque 
multipropósito de las 114 millones de has que tiene el país, concentrado mayormente en áreas 
urbanas (La República, 2022). No obstante, en el documento de Bases del PND se afirma que este 
porcentaje corresponde a áreas rurales (DNP, 2022a, p. 40). 
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agropecuario está en correspondencia a lo pactado al A.F. especialmente en el punto 1.3 

sobre los PNRRI; de los cuales se destacan las menciones al Plan Nacional de 

Comercialización Rural y al Plan Nacional de Derecho a la Alimentación.  

V Se resalta la inclusión de un apartado específico para la consolidación de la Paz Total 

en el cual se subraya la necesidad de incluir lo pactado en el A.F. junto con los indicadores 

del PMI. También, se vuelve a resaltar como una prioridad del Gobierno el cumplimiento 

del punto 1.1 sobre Acceso y formalización y el punto 1.2 sobre PDET de la RRI, exaltando 

la necesidad de impulsar la articulación supramunicipal para sobrepasar las inequidades y 

acelerar los PDET a partir de la implementación de las iniciativas de tierras, infraestructura, 

desarrollo social, derecho humano a la alimentación y economía campesina (DNP, 2022b, 

p. 160). 

V Dentro del apartado ñReparaci·n Efectiva e Integral a las V²ctimasò se incluye la 

necesidad de retomar, impulsar y superar los cuellos de botella de la Restitución de Tierras 

y Derechos Territoriales en el marco de la ley 1448 de 2011 y sus decretos reglamentarios 

(1.1.7).  

Por lo pronto, mientras se expide el documento final del PND y se aprueba su 

correspondiente ley en los primeros meses del 2023, la ST observa una 

concordancia y correspondencia de los principales postulados del documento de 

Bases del PND con los temas centrales del punto 1 del A.F., especialmente el 

énfasis en el CM, uno de los puntos que presenta mayores retrasos; el Acceso y 

Formalización a Tierras y la articulación interinstitucional para la implementación de 

los PDET. También se visibiliza la centralidad del avance para sujetos diferenciados 

como las mujeres rurales, las comunidades étnicas, las y los jóvenes. 

Finalmente, esta ST destaca la emisión por parte de la Corte Constitucional de una 

sentencia de unificación en la interpretación sobre los procedimientos de 

adjudicación de baldíos de la Nación la cual tendrá un impacto directo en el avance 

y la política pública del punto 1.  

 

b. Sentencia del 18 de agosto de 2022 sobre los procedimientos de 

adjudicación de baldíos de la Nación 

Los baldíos de la Nación son una de las fuentes más importantes que hasta ahora 

han alimentado tanto el FT como los procesos de Formalización de la propiedad en 

el marco del cumplimiento del punto 1 del A.F. Históricamente también ha sido la 

principal fuente de reforma agraria. No obstante, la administración y reglamentación 

para la adjudicación de estos bienes de la Nación a particulares ha sido disputada 

desde diferentes ámbitos: por un lado, el de la implementación e interpretación 

jurídica de la normatividad agraria (específicamente entre las leyes 160 de 1994 y 

200 de 1936) por parte de los jueces civiles y, por otro lado, las diferentes 

controversias que se han generado en los territorios entre los múltiples actores 
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interesados en estas tierras, ante la ausencia del Estado y de instrumentos claros y 

efectivos para resolver los conflictos.  

Frente a este escenario, el pasado 18 de agosto la Corte Constitucional emitió un 

comunicado de prensa con la síntesis de la sentencia SU-288 de 2022. La sentencia 

da un cierre interpretativo a los procedimientos de adjudicación de baldíos a 

particulares bajo la premisa consagrada en la Ley 160 de 1994, según la cual la 

adjudicación de baldíos tiene el propósito de proporcionarle tierra a aquella 

población sin tierra o con tierra insuficiente. La premisa es la misma establecida en 

el A.F. (1.1.3) desarrollada en el Decreto Ley 902 de 2017.  

Por lo anterior, la ST considera relevante exponer los lineamientos generales 

establecidos por la Corte Constitucional en la mencionada sentencia y aquello que 

resolvió e impactaría directamente en la implementación de la RRI.  

En síntesis, el problema jurídico que suscitó la emisión de esta sentencia es el 

choque entre procedimientos e interpretaciones sobre la adjudicación de baldíos de 

la Nación (proceso administrativo) y el proceso de prescripción de dominio (acción 

judicial) pues han desencadenado un grave incumplimiento del régimen especial de 

baldíos y del deber del Estado en la promoción del acceso progresivo a la propiedad 

de la tierra de los campesinos sin tierra o con tierra insuficiente (sujetos de reforma 

agraria)(Comunicado 26, Corte Constitucional, SU288 de 2022). En otras palabras, 

esta situación ha avivado el problema por la concentración de la tierra, ha facilitado 

el despojo jurídico e impactado al campesinado sin tierra.  

Lo anterior responde a las múltiples interpretaciones que los jueces han llevado a 

cabo con procedimientos de adjudicación de baldíos a particulares bajo el 

procedimiento de la prescripción adquisitiva. Estos procedimientos no verificaron las 

condiciones tendientes para establecer si se trataba o no de sujetos de reforma 

agraria según la Ley 160 de 1994; tales como la extensión del predio o la 

inexistencia de predios rurales en cabeza del demandante, entre otras condiciones 

subjetivas y objetivas exigibles para la adjudicación (Ibidem).  

Frente a esta situación la Corte estableció reglas y subreglas que deberán cumplir 

los jueces y la institucionalidad agraria frente a los diferentes escenarios y con las 

cuales se espera subsanar los procedimientos que han contribuido a la apropiación 

indebida de baldíos y el acaparamiento de tierras, entre otros.  

Dentro de las conclusiones relevantes de esta sentencia, se plante· que ñlos 

procesos de pertenencia diseñados para tramitar la prescripción adquisitiva de 

predios privados no son la vía para acceder al dominio de los bienes baldíos; e 

insiste en que tales procesos son inadecuados para la reforma agraria pues no 

contemplan límites en torno al tamaño de los predios, ni la carencia de otros en 

cabeza del beneficiario, al tiempo que, desde el punto de vista procesal, supone la 
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igualdad de las partes e impide así la defensa de los sujetos de especial protección 

constitucional (campesinos sin tierra o con tierra insuficiente)ò (Ibidem). 

La Corte Constitucional tendió un puente directo entre esta decisión y el compromiso 

adquirido por el Estado frente al cumplimiento del punto 1 del A.F., lo cual da aún 

mayor fuerza jurídico-política a la implementación8.  

Las temáticas y exhortaciones destacadas por la Corte en esta sentencia fueron las 

siguientes:    

 El fortalecimiento de la Agencia Nacional del Territorio ïANTï, la Superintendencia de 
Notariado y Registro ïSNRï, la Unidad de Planificación Rural Agropecuaria ïUPRAï y 
el Instituto Geográfico Agustín Codazzi ïIGACï para darle cumplimiento a lo establecido 
en el punto 1 del A.F., con particular atención en zonas PDET y zonas priorizadas para 
el Catastro y el barrido predial.  

 La creación de la Jurisdicción Especial Agraria (1.1.8). 

 La consolidación del CM (1.1.9). 

 La actualización del sistema de registro (1.1.9). 

 El cumplimiento de las metas del FT (1.1.1). 

 La elaboración y ejecución del plan de formalización masiva de la propiedad rural (1.3)9.  

Sobre este último se destaca que desde el 20 de diciembre de 2021 mediante la 

Resolución 382 del MADR10 se adoptó el Plan Nacional de Formalización Masiva 

de la Propiedad; por lo tanto, en el marco de la orden de la Corte Constitucional y 

 
8 ñD£CIMO CUARTO. EXHORTAR al Congreso de la Rep¼blica y al Gobierno Nacional como 
responsable de la correcta implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la 
Construcción de Una Paz Estable y Duradera, suscrito el 24 de noviembre de 2016, a que adopten, 
en el ámbito de sus competencias y de conformidad con lo dispuesto en el Acto Legislativo 02 de 
2017, las medidas necesarias para impulsar en la mayor medida posible el cumplimiento del punto 
1.1. sobre acceso y uso de la tierra, el cual forma parte del Acuerdo sobre Reforma Rural Integralò. 
Comunicado de prensa 26. Corte Constitucional, sentencia SU-288 de 2022, M.P. Antonio José 
Lizarazo Ocampo. Agosto 18 de 2022.   

9 ñD®cimo Quinto. EXHORTAR al Gobierno nacional y al Congreso de la Rep¼blica a que, en el 
ámbito de sus competencias y de conformidad con lo dispuesto en el Acto legislativo 02 de 2017, (i) 
implementen, asignen los recursos necesarios para su ejecución y realicen los ajustes normativos y 
presupuestales que se requieran para materializar (a) la creación de la jurisdicción agraria, (b) la 
consolidación del catastro multipropósito, (iii) la actualización del sistema de registro, (iv) el fondo de 
tierras para la reforma rural integral y (v) el plan de formalización masiva de la propiedad rural, entre 
otros componentes del Acuerdo sobre Reforma Rural Integral, con el propósito de dar respuesta a 
las distintas situaciones que afectan la seguridad jurídica sobre la tenencia y la propiedad de la tierra, 
así como el derecho de los campesinos -en especial de las mujeres rurales y las familias pobres y 
desplazadas.ò 

10 Resolución 382, ñPor la cual se adopta el Plan Nacional de Formalización Masiva de la Propiedad 
Rural, formulado en cumplimiento de los puntos 1.1.1 y 1.1.5 del Acuerdo Final". 
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del A.F., el Gobierno Nacional deberá hacer énfasis en la puesta en marcha de este 

plan articuladamente con los otros subpuntos del punto 1.   

 

2.1.6.  Jurisdicción Agraria  

El A.F. estableció la creación de Mecanismos de resolución de conflictos de 

tenencia y uso de la tierra (1.1.8) para (a.) Garantizar la protección efectiva de los 

derechos de propiedad en el campo (b.) Resolver los conflictos relacionados con la 

tenencia y uso de la tierra y (c.) Promover la regularización de la propiedad rural, 

incluyendo mecanismos tradicionales y la intervención participativa de las 

comunidades en la resolución de conflictos.  

Adicionalmente prescribió que se debía poner en marcha con iguales propósitos, 

una nueva jurisdicción agraria. 

(é) que tenga una adecuada cobertura y capacidad en el territorio, con ®nfasis en 
las zonas priorizadas, y con mecanismos que garanticen un acceso a la justicia que 
sea ágil y oportuno para la población rural en situación de pobreza, con asesoría 
legal y formación especial para las mujeres sobre sus derechos y el acceso a la 
justicia y con medidas específicas para superar las barreras que dificultan el 
reconocimiento y protección de los derechos de las mujeres sobre la tierra. Se 
promoverá la participación de las mujeres y sus organizaciones en los diferentes 
espacios que se creen para la conciliación y resolución de conflictos sobre uso y 
tenencia de la tierra. (A.F. 1.1.8, p. 18)  

Este ha sido uno de los compromisos con mayores retrasos que tiene el punto 1. 

Aun cuando en los anteriores gobiernos se presentaron proyectos de ley para este 

compromiso, fueron archivados en el Congreso de la República. El actual gobierno 

ha resaltado desde un inicio la necesidad del cumplimiento de este punto y, en 

consecuencia, se ha visto reflejado en el desenlace del empalme11 presidencial, 

resaltándose la urgencia de agilizar un nuevo proyecto de ley que contemple la 

jurisdicción agraria.  

El 31 de agosto de 2022 fue presentado efectivamente el proyecto de Acto 

Legislativo ñpor el cual se reforma la Constituci·n Pol²tica de Colombia y se 

establece la Jurisdicci·n Agraria Ruralò con seis artículos generales sobre la 

Jurisdicción. Se destaca el primer artículo que considera la modificación del artículo 

116 de la Constitución Política, con la creación de una Corte Agraria y Rural como 

máximo tribunal de la Jurisdicción Agraria. Se menciona la conformación de la 

Corte, los requisitos, calidades y funciones de los potenciales Magistrados. 

 
11 Equipo de empalme implementación Acuerdo Final de Paz, 2022.  
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También, en el artículo 4 se menciona que la Jurisdicción entraría a regir en un 

período no mayor a dos años siguientes a la promulgación del Acto Legislativo.  

El contenido del Proyecto de Ley es corto y proporciona un marco general para la 

puesta en funcionamiento de la Jurisdicción Agraria. Resulta necesario que 

posterior a su aprobación, sea reglamentado con precisión, incluyendo los enfoques 

de género y étnico para la implementación.  

La ST considera como un adelanto y manifestación de voluntad política el proyecto 

de acto legislativo para la creación de la Jurisdicción agraria y reconoce su 

correspondencia con el A.F. Las expectativas respecto a este tribunal especializado 

aún anuncian un tiempo de espera, pues debe surtir el trámite legislativo y su 

reglamentación, lo que sigue implicando un retraso considerable a este compromiso 

del A.F. De ocho debates, el 9 de noviembre la Comisión primera del Senado de la 

República aprobó el tercer debate que requiere este proyecto de ley, el siguiente se 

realizará en plenaria del Senado. La ST considera como necesario establecer 

mecanismos y estrategias institucionales ya existentes para mitigar los conflictos 

actuales y emergentes en los territorios, mientras es aprobado el proyecto de ley. 

 

2.2.  Tema 2: Programas de Desarrollo con Enfoque T erritorial ðPDETð 

(1.2)  

Los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial ïPDETï son un instrumento 

de planificación y gestión que tienen el propósito de disminuir las brechas entre el 

campo y la ciudad, propendiendo por una transformación estructural del campo 

(1.2.1). Bajo las directrices del Decreto 893 de 2017, se desarrollaron los aspectos 

más relevantes de la implementación del PDET, dentro de los cuales se destaca la 

identificación de 170 municipios priorizados y 16 subregiones PDET (art. 3).  

La ST considera que este es uno de los compromisos del punto 1 que ha tenido 

mayores avances. La ST hizo un análisis exhaustivo del estado de la 

implementación del PDET en el informe once, publicado en agosto (STCVI, 

2022a)12. Bajo los hallazgos, la ST indica el estado de la implementación con el que 

el Gobierno recibió los PDET: 

 16 Planes para la Transformación Regional ïPATRï (1.2.3) organizados en ocho pilares 
con 32.808 iniciativas construidas de manera participativa en la fase de diseño de los 
PDET.  

 15 hojas de ruta ïHRUï (esperando la culminación de la última HRU para Pacífico 
Medio). 

 Inclusión de 11.913 iniciativas en los Planes de Desarrollo Territorial.  

 
12 Fecha de corte del análisis: 30 de abril de 2022. 
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 Coordinación y acompañamiento a los Grupos Motores ïGMï y Mecanismos 
Especiales de Consulta ïMECï como parte del seguimiento participativo a la 
implementación del PDET (1.2.4). 

 La estructura de la pol²tica del expresidente Duque de ñPaz con Legalidadò que 
pretend²a la articulaci·n interinstitucional a trav®s de la ñEstrategia Naci·n Territorioò 
(STCVI, 2022a, p. 3).  

En términos generales, en las Bases del PND 2022-2026 se plantea la aceleración 

de los PDET a través de la implementación de las iniciativas de tierras, 

infraestructura, desarrollo social, derecho humano a la alimentación y economía 

campesina, de la mano de la participación efectiva de las comunidades (DNP, 

2022a, p. 31). En el marco de este informe se pretende mostrar el panorama general 

con el que el nuevo Gobierno recibe el estado de implementación del PDET, con 

fecha de corte de septiembre de 2022, y donde el eje serán las iniciativas con ruta 

de implementación activa a través de gestiones y proyectos, por cada uno de los 

pilares del PDET.   
 

Gráfico 6. Iniciativas con ruta de implementación activa a través de proyectos 

y gestionar por pilar 

 

Fuente: Elaboración propia con base en Central PDET, Septiembre 2022.  

Con el análisis de las iniciativas movilizadas a través de proyectos y gestiones en 

conjunto, la ST observa que el avance entre pilares indica unos proyectos y una 

gestión más equilibrados. El análisis sólo por proyectos, como se evidenció en el 
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anterior informe de la ST (STCVI, 2022a), no considera la gestión e indica un 

desbalance bastante notorio entre pilares.  

En lo que respecta a este análisis, según la ART, para que una iniciativa se pueda 

movilizar con gestiones y sea reportada con ruta de implementación activa, implica 

que se hayan realizado -por ejemplo- algunas reuniones de impulso. De forma que 

no indica que dicha iniciativa esté cumplida necesariamente o cerca de culminar el 

proceso para ser materializada en los territorios. Lo anterior invita a una revisión 

más rigurosa de los indicadores de medición y avance que se encuentran dentro del 

PDET para reportar las iniciativas que tienen ruta de gestión activada, incluyendo la 

participación de las veedurías ciudadanas y comunidades en el seguimiento a las 

acciones y proyectos. En esta línea, el documento de Bases del PND 2022-2026 

expresa la focalización y el seguimiento a la oferta institucional para las iniciativas 

estratégicas y dinamizadoras en cada subregión PDET y para que las comunidades 

conozcan el nivel de cumplimiento de las iniciativas PDET (DNP, 2022a, p. 164). 

 

Tabla 7. Porcentaje de avance de iniciativas PDET por pilar 

PILARES PORCENTAJE DE AVANCE 

Pilar 1 35% 

Pilar 2 42% 

Pilar 3 37% 

Pilar 4 42% 

Pilar 5 39% 

Pilar 6 43% 

Pilar 7 41% 

Pilar 8 31% 

Fuente: Elaboración propia con base en Central PDET, Septiembre 2022.  

A pesar del aparente equilibrio en el avance entre pilares, el pilar 1. Ordenamiento 

social de la propiedad rural y uso del suelo y el pilar 8. Reconciliación, convivencia 

y construcción de paz del PDET continúan siendo los de menor avance en el PDET. 

El primero con un avance de 35% (1.155 iniciativas movilizadas) y el segundo con 

un avance de 31% (1. 432). En contraste, los pilares con mayor avance siguen 

siendo el pilar 6. Reactivación económica, 43% (2.621); 2. Infraestructura y 

adecuación de tierras, 42% (1.647) y 4. Educación rural, 42% (2980).  
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Frente al avance de la movilización de iniciativas por subregiones del PDET, en 

el análisis integral de iniciativas de gestión y proyectos, la ST evidencia que hay un 

avance equilibrado. Sin embargo, en el informe once de la ST (STCVI, 2022a), se 

encontró un desequilibrio pronunciado entre subregiones PDET y pilares ya que el 

análisis se centró únicamente en aquellas iniciativas movilizadas a través de 

proyectos de inversión. 

Gráfico 7. Iniciativas con ruta de implementación activa a través de proyectos 

y gestiones por subregión PDET 

 

Fuente: Elaboración propia con base con Central PDET (Septiembre 2022).  
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Las subregiones de Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño (50%), Pacífico Medio 

(49%), Catatumbo (47%), Sierra Nevada-Perijá y Sur de Bolívar (47%) son las que 

se reportan mayores avances en el número de iniciativas por cada subregión. En 

contraposición, Chocó (35%), Pacífico y Frontera Nariñense y Sur de Córdoba 

(36%) son las que se encuentran más rezagadas a pesar de que a la fecha existe 

un mayor equilibrio entre subregiones frente a lo reportado en informes anteriores 

de la ST.   

Tabla 8. Porcentaje de avance de iniciativas PDET por subregión 

SUBREGIÓN PDET PORCENTAJE 

Alto Patía Norte del Cauca 37% 

Arauca 37% 

Bajo Cauca - Nordeste Antioqueño 50% 

Catatumbo 47% 

Chocó 35% 

Cuenca del Caguán y Piedemonte caqueteño 40% 

Macarena-Guaviare 42% 

Montes de María 37% 

Pacífico Medio 49% 

Pacífico y Frontera Nariñense 36% 

Putumayo 32% 

Sierra Nevada- Perijá 47% 

Sur de Bolívar 47% 

Sur de Córdoba 36% 

Sur del Tolima 39% 

Urabá Antioqueño 39% 

Fuente: Elaboración propia con base en Central PDET, Septiembre 2022. 
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Respecto a las garantías para la participación activa de las comunidades (1.2.4) en 

la fase actual de ejecución e implementación del PDET, esta Secretaría Técnica 

tuvo la oportunidad de escuchar, en el marco del Quinto Seminario de la ST 

realizado en el municipio de Apartadó (Antioquia) el 21 de septiembre de 2022, las 

inconformidades e inquietudes de las comunidades pertenecientes a la subregión 

del Chocó y Urabá, que a su vez hacen parte de los Grupos Motor ïGMï y 

Mecanismo Especial de Consulta ïMECï (art. 12, Decreto 893 de 2017), los cuales 

están llamados a participar activamente y a hacerle seguimiento a la 

implementación del PDET.  

Las inquietudes expuestas en el Quinto Seminario se centran en los siguientes 

puntos:  

 Los GM y los MEC conformados no tienen acceso a los espacios donde se toman 
decisiones sobre la implementación y se priorizan las acciones (Estrategia Nación 
Territorio). Las decisiones se comunican sin participación en la construcción de estas. 
La implementación es comunicada en ocasiones con un lenguaje que no simplifica la 
información para las comunidades.   

 No se observa con claridad que las prioridades del PDET construidas participativamente 
en la Hoja de Ruta se desarrollen en las acciones de la oferta institucional.  

 El relacionamiento con la institucionalidad local y departamental sigue siendo distante 
y, en algunas ocasiones, reacio a la interlocución con los GM y MEC.  

 Hay un aparente desconocimiento de la institucionalidad sobre el compromiso del 
enfoque territorial y participativo de los PDET en su fase de implementación.  

 Hay acciones que se presentan como resultado del PDET sin ser socializadas ni 
construidas con los GM y MEC.  

 Se manifiesta inconformidad sobre la implementación de casetas comunitarias, placa 
huellas, entre otras construcciones partícipes en las iniciativas Las comunidades 
manifiestan que no han sido entradas de estos proyectos a tiempo o de los 
presupuestos; observan también en algunos casos sobrecostos que no coinciden con 
la realidad.   

La ST también observó que, a pesar de que la ART es la encargada de coordinar la 

implementación del PDET, hace falta mayor presencia y atención por parte del resto 

de institucionalidad llamada a la implementación de las iniciativas según cada 

sector.  

Por otro lado, también se evidenció la necesidad de mayor fortalecimiento a los GM 

y MEC para que pueda haber una participación efectiva y enterada de los 

procedimientos con corresponsabilidad en la implementación en aras de fortalecer 

la gobernanza conjunta de los territorios. En la misma línea, también se observa la 

necesidad de fortalecimiento a la institucionalidad sobre la implementación y los 

procedimientos participativos, especialmente, en lo que tiene que ver con el 
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mandato de enfoque étnico que relaciona autoridades de grupos étnicos y la 

institucionalidad del Gobierno.  

La ST reitera en este Duodécimo Informe lo expuesto en anteriores informes, pues 

es una oportunidad de mejoramiento, y consiste en un reto para el nuevo gobierno, 

retomar el enfoque participativo durante la fase de ejecución e implementación de 

los PDET que incluye el fortalecimiento, empoderamiento de herramientas y 

corresponsabilidad entre comunidades e institucionalidad.  

 

2.3.  Tema 3: Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral  ðPNRRIð 

(1.3)  

Anteriormente, la ST ha resaltado el retraso en la adopción de los Planes Nacionales 

para la Reforma Rural Integral ïPNRRIï teniendo en cuenta el mandato del A.F. 

(1.3) de garantizar los máximos esfuerzos de cumplimiento de los Planes 

Nacionales en los primeros cinco años de su vigencia.  

Entre la publicación del undécimo informe y este Duodécimo Informe se adoptó el 

Plan Nacional Rural del Sistema Progresivo de Garantía del Derecho a la 

Alimentación ïSGPDAï por parte de la Comisión Interinstitucional de Seguridad 

Alimentaria y Nutricional ïCISANï13. Este plantea tres objetivos relacionados con la 

implementación del SGPDA (1) garantizando la coordinación interinstitucional y 

promoviendo la participación ciudadana; (2) incrementando las capacidades y 

oportunidades de familias o comunidades rurales para acceder a una alimentación 

sana, nutritiva y culturalmente apropiada con programas alimentarios , educación 

alimentaria y nutricional; (3) aportando a mejorar las condiciones de producción y 

comercialización en las economías campesinas, familiares y comunitarias de las 

áreas rurales, apoyando las prácticas agroecológicas, la promoción y la 

consolidación de mercados locales y regionales. Estos objetivos se desarrollan en 

líneas de acción acordes a los indicadores del PMI para este tema.  

Aunque el mismo documento técnico reconoce las disposiciones del A.F. sobre la 

estructura del SGPDA con la creación del Consejo Nacional y los Consejos 

Departamentales y Municipales de alimentación y nutrición, el Plan en cuestión no 

los crea. El Plan reconoce que las instancias de coordinación interinstitucional en la 

materia están conformadas únicamente por entidades gubernamentales y, en los 

marcos normativos para su conformación, no se contempla la participación directa 

de la sociedad civil. El 15 de noviembre de 2022 se expidió el Decreto 2223 del 

Ministerio de Salud y Protección Social que reforma la CISAN e incluye al Presidente 

de la República o su delegado como cabeza de la CISAN, sustrayéndose a la 

 
13 A través de la Resolución Conjunta 213 del 13 de julio de 2022. 
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Agencia de Desarrollo Rural, pero sin incluir cambios que garanticen la participación 

de la sociedad civil y organizaciones del campo en su conformación. 

 Se destaca que actualmente cuenta con ponencia positiva para primer debate en 

Senado (387 de 2022) el Proyecto de Ley 301 de 2021 presentado por el gobierno 

Duque para la creación del SGPDA, previo a la expedición del Plan. También se 

resalta que en el Congreso se presentó el Proyecto de Ley 115 de 2022 conocido 

como la Ley contra el Hambre que planteaba como objeto la creación del SGDPA, 

la política nacional de derecho humano a la alimentación y nutrición adecuada y de 

soberanía y autonomía alimentarias, y el programa de emergencia de lucha contra 

el hambre. No obstante, en la ponencia para primer debate se eliminó la referencia 

al Plan Nacional del A.F. En cualquier caso, la implementación del Plan estará sujeta 

a las disposiciones que se aprueben en la materia, en caso de que los proyectos se 

conviertan en leyes. 

La ST destaca que el documento de Bases del PND 2022-2026 incluye las garantías 

al Derecho a la Alimentación de forma relevante y, entre otros, anuncia el diseño de 

mecanismos para su exigibilidad, participación de las entidades territoriales y las 

organizaciones de la sociedad civil, aplicación del Plan expedido con la Resolución 

Conjunta 213 y su articulación con los demás PNRRI (DNP, 2022a, pp. 115 y 126). 

Finalmente, el mismo documento afirma que se ejecutarán los 16 PNRRI y que se 

canalizará la cooperación internacional a las prioridades de estos (DNP, 2022a, pp. 

34 y 164). 

A la fecha de cierre de este Duodécimo Informe, todavía no se había adoptado el 

Plan Nacional de Salud Rural, siendo este el único faltante.  
 

2.4.  Enfoques transversales de género y étnico  

2.4.1.  Enfoque de género  

La transversalización del enfoque de género en la implementación del A.F. ha sido 

un llamado reiterado por parte de múltiples sectores y entes de control en el país. 

La comprensión de este enfoque va más allá de la sola mención cuantitativa de las 

medidas tomadas que benefician a las mujeres. Desde una perspectiva más amplia, 

según la IEANPE (2021) esta tiene por lo menos tres dimensiones relevantes: 

redistribución económica, reconocimiento cultural y representación política (p. 21). 

También ha habido un llamado claro a que dicha transversalización incluya el 

enfoque interseccional entre la mirada de género y la étnica, la cual sigue siendo 

difusa en los informes de avance, en la implementación y en los resultados 

presentados por los gobiernos en todos los aspectos del punto 1 del A.F.  
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A la fecha esta ST ha podido identificar cuantitativamente los resultados para las 

mujeres en algunas de las medidas implementadas sobre Acceso y uso de la tierra 

en la RRI (1.1). No obstante, no hay información clara sobre el impacto para otros 

grupos como la población LGTBIQ+.  

En el RESO se evidenció un registro de 73.367 mujeres equivalente a 44,7%. Por 

su parte, según la división de beneficiarios por sexo, en el FT se evidenció un 

equilibrio entre hombres y mujeres en la adjudicación de hectáreas (has) en 

municipios PDET: 15.044 has (49,7%) para hombres y 15.167 has (50,2%) para 

mujeres. En municipios no-PDET, 21.140 has (49%) para hombres y 21.192 has 

(50%) para mujeres. Es importante resaltar que la división por sexo en las hectáreas 

adjudicadas incluye la titulación en pareja; un avance en el reconocimiento de las 

mujeres como dueñas de la tierra, pero que no necesariamente se materializa en 

una mayor toma de decisiones sobre los predios adjudicados.  

Si se considera la desagregación de acuerdo con el sujeto beneficiario, se observa 

que son más las mujeres indígenas y afrodescendientes beneficiadas que las 

mujeres campesinas. 

 

Tabla 9. Tipos de mujeres beneficiarias del Fondo de Tierras en municipios 

PDET y no-PDET 

Mujeres 

Mujeres 

beneficiadas en 

municipios PDET 

% 

Mujeres 

beneficiadas en 

otros municipios 

% 

Afrodescendientes 4.135 27% 3.651 17% 

Indígenas 9.443 62% 14.908 70% 

Campesinas 1.589 10% 2.633 12% 

Total 15.167 100% 21.192 100% 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022. 

Frente a la formalización de tierras, se evidencia mayor impacto a las mujeres que 

se encuentran en municipios que no son PDET, especialmente las mujeres 

afrodescendientes. Respecto de los municipios PDET, las mujeres indígenas han 

sido mayoritariamente beneficiadas, seguido de las mujeres campesinas y las 

mujeres afrodescendientes.  
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Gráfico 8. Formalización de tierras para Mujeres Rurales 

 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022. 

La ST ve necesario la implementación de herramientas que aporten soberanía y 

gobernanza a los territorios como medidas de crédito, subsidios de vivienda, 

reactivación económica, entre otras, y materialicen la titularidad de la tierra con 

perspectiva de género para que las mujeres tomen las decisiones sobre los 

proyectos de los territorios reivindicando su visión. Si bien el logro de la titularidad 

de la tierra es relevante, se observa que no es suficiente para garantizar un efectivo 

enfoque con perspectiva de género.  

El documento de Bases del PND 2022-2026 expresa que establecerá mecanismos 

jurídicos e institucionales para promover y garantizar el acceso, formalización y 

restitución de tierras a mujeres rurales, junto con mecanismos de inclusión 

financiera y productiva que reconozcan, reduzcan y redistribuyan los trabajos de 

cuidado no remunerados realizados en los hogares de las comunidades rurales. 

También el documento establece que potenciará el Fondo de Fomento para las 

Mujeres Rurales ïFOMMURï de la Ley 731 de 2022 para impulsar la capitalización, 

puesta en marcha e inserción de las unidades productivas de pequeñas y medianas 

productoras (DNP, 2022a, p. 178). 

 

2.4.2.  Enfoque étnico  

Uno de los compromisos con mayores retrasos en el A.F. ha sido la creación del 

Módulo Étnico en el RESO y la subcuenta étnica. Esta situación aumenta el estado 

de vulnerabilidad de las comunidades étnicas respecto al de los nuevos 

compromisos de acceso y formalización de tierras.  
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Sobre las hectáreas adjudicadas por el FT a los pueblos étnicos es manifiesto el 

desequilibrio en los resultados reportados para pueblos indígenas y comunidades 

NARP: las comunidades indígenas han sido aparentemente las más beneficiadas, 

por lo que se deben realizar acciones contundentes con las comunidades 

afrodescendientes para promover su acceso y formalización de tierras sin afectar 

los derechos de los pueblos indígenas. 

 

Gráfico 9. Hectáreas adjudicadas a pueblos étnicos por el Fondo de Tierras 

 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC, 2022. 

El escenario de formalización de tierras muestra una tendencia parecida a la 

mencionada en el proceso de adjudicación. El avance de formalización en 

municipios PDET (69%) y no-PDET (42%) es mayoritario para comunidades 

indígenas y minoritario para comunidades NARP sin superar el 1% de formalización 

en los municipios PDET o no-PDET (0,2%).  Estas cifras son contundentes para 

orientar la implementación de los compromisos de Acceso y Uso de la Tierra (1.1) 

en el nuevo Gobierno, prestando especial atención a la población NARP como 

sujetos de especial protección constitucional.   
 

3. Conclusiones  

La ST destaca que a pesar de los avances que han tenido los puntos de Acceso y 

Formalización de Tierras (1.1) y los PDET (1.2), aún siguen existiendo retos para 

el cumplimiento de las metas del A.F. En el primer caso, aunque existían 

previamente y se han creado instrumentos de política pública para su 

implementación, estos no avanzan con un ritmo consistente y existen desbalances 

subregionales y entre sujetos. Se resalta el retraso en la creación de la Jurisdicción 
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Agraria. En el segundo caso, de los PDET, se avanzó en el proceso participativo y 

en la materialización de iniciativas, sin embargo, se ha ido diluyendo la participación 

social y comunitaria necesaria para la construcción de paz territorial. En ambos 

casos, existen problemas en la presentación y tratamiento de datos de 

implementación. Para la ST estos temas están iniciados, con avances y retrasos 

en su implementación, en correspondencia con lo acordado. 

El nuevo gobierno ha mostrado interés en la implementación a cabalidad la RRI, 

evidenciándose una correspondencia de las acciones propuestas con lo establecido 

en el A.F, incluso en el documento de Bases del PND 2022-2026 conocido. No 

obstante, las acciones hasta ahora realizadas están concentradas en los aspectos 

de Acceso y Formalización de tierras. En este contexto, es necesario acompañar 

estos avances del punto 1.1 con los correspondientes a los PDET (1.2) y PNRRI 

(1.3), al igual que de ajustes institucionales, aumentos presupuestales para las 

instituciones agrarias y en la construcción o ajuste de los instrumentos que 

garanticen la participación de comunidades (GM, MEC y la veeduría social en el 

proceso PDET) y la inclusión de las metas y acciones de los PATR en el PND 2022-

2026. 

 

4. Oportunidades de mejoramiento  

Sobre Acceso y Uso (1.1): 

¶ Elaborar, aprobar y ejecutar los POSPR para contribuir a la materialización 

efectiva de las medidas de acceso, formalización y uso de la tierra. La ST 

considera urgente realizar los ajustes institucionales y presupuestales 

necesarios para ampliar el número de municipios con este instrumento de 

formalización.  

¶ Generar acciones de diálogo y concertación más efectivas con los pueblos 

étnicos para culminar la creación del Módulo Étnico del RESO, ya que este 

retraso ha generado un impacto directo en el avance del registro de los 

sujetos de ordenamiento que impacta, a su vez, la toma de medidas efectivas 

para esta población. Así mismo, es prioritaria la concertación y creación de 

la subcuenta étnica del FT. 

¶ Avanzar en el número de hectáreas ingresadas al Fondo de Tierras por el 

Gobierno Nacional pues es insuficiente para la materialización de este 

compromiso. Es claro que el nuevo Gobierno debe robustecer a la 

institucionalidad competente, institucional y financieramente, tanto para 

caracterizar los bienes que componen el FT como para explorar nuevas 
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fuentes de tierras adjudicables. La ST resalta la manifestación de voluntad 

política del nuevo Gobierno en la incorporación de predios de otras fuentes 

como la compra de tierras y los bienes que han tenido extinción de dominio. 

No obstante, la ST alerta que este proceso debe procurarse con rigurosidad 

en la revisión jurídica y física de los predios que potencialmente serán 

comprados.  

¶ Balancear la adjudicación y formalización de tierras para sujetos beneficiados 

y en subregiones PDET del Fondo de Tierras. Se recomienda redoblar los 

esfuerzos para avanzar tanto con la adjudicación como con la formalización 

de tierras para la población NARP, en tanto estos sujetos de especial 

protección constitucional son los que se encuentran con mayor desequilibrio 

de acceso a tierras. Estos esfuerzos deben darse en el marco de los 

procesos ante la ANT (titulación colectiva) y ante el Ministerio del Interior 

(registro) pues esta población étnica se encuentra en una encrucijada en 

medio de los choques de interpretaciones entre estas dos entidades del 

Estado para el avance en el proceso de titulación colectiva. Por lo tanto, se 

hace el llamado para que desde el Gobierno Nacional se acaten las órdenes 

de la Corte Constitucional frente a los procedimientos de registro y avance 

con la titulación colectiva de las comunidades negras implementado 

directrices claras y armónicas entre los diferentes procedimientos.   

¶ Priorizar a las mujeres rurales y la implementación del enfoque de género, 

fortalecer la Unidad Coordinadora de Género y Mujer Rural de la ANT; 

convocar de manera diferenciada; usar instrumentos para la recolección 

desagregada de datos por sexo,  generar datos con las necesidades de 

titulación para mujeres y realizar jornadas comunitarias sobre economía del 

cuidado, derechos sobre la tierra para las mujeres y el reconocimiento, y 

generar espacios de sensibilización y capacitación interna sobre género y 

economía del cuidado con  funcionarias/os del Plan Nacional de 

Formalización.  

Esta ST observa como necesario aplicar el enfoque de género en las 

medidas de desarrollo rural, más allá de la titulación, para garantizar el 

control de la tierra por parte de las mujeres, atendiendo especialmente las 

iniciativas de los PATR en este aspecto. Así mismo, es necesario que se 

fortalezcan e incluyan las categorías de género en los indicadores de gestión 

y medición, al igual que dentro de los instrumentos pendientes (POSPR, 

RESO, Catastro Multipropósito y Jurisdicción Agraria) para que se superen 

las limitaciones para acceder a los instrumentos de política pública.  
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¶ Acatar la sentencia SU- 288-2022 de la Corte Constitucional pues ratifica el 

A.F., impulsa el robustecimiento de toda la institucionalidad para darle 

trámite a aquellos puntos que aún siguen con un retraso significativo, como 

el Catastro Multipropósito y la Jurisdicción Agraria. También es significativa, 

en tanto exhorta el robustecimiento institucional y financiero de las entidades 

competentes de implementar el punto 1.1.    

Sobre PDET (1.2): 

¶ Fortalecer la planeación territorial desde los PDET aunado a la construcción 

participativa del Plan Nacional de Desarrollo en el contexto de los Diálogos 

Regionales Vinculantes y la inclusión dentro de este de las iniciativas PDET 

para retomar el enfoque comunitario del 1.2. 

¶ Ajustar la oferta institucional a lo acordado en las iniciativas PDET para que 

exista una mayor articulación y fortalecimiento frente al avance de las 

iniciativas (en indicadores y metas claras de los sectores) desde el nivel 

central, en conjunción con el nivel departamental y municipal.  

¶ Fortalecer y diversifcar las fuentes de financiación del PDET para 

desembotellar aquellos proyectos que aún no cuentan con fuente de 

financiación y apostarle a la estructuración de las iniciativas que aún se 

encuentran en ideas.   

¶ Revisar continuamente los sistemas de información que impulsan procesos 

de seguimiento y veeduría como Central PDET de la ART pues se observan 

falencias en el seguimiento de los enfoques diferenciales (étnico y de 

género) frente a las iniciativas con ruta de implementación activa que 

movilizan las iniciativas propias étnicas y comunes étnicas, así como 

aquellas que tienen etiqueta de género y mujer rural, y las que están 

movilizadas por proyectos o por gestiones. 

 

 

  
























































































































































































































































































































































































































